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Resumen. Este trabajo se refiere a los Puntos de Encuentro Familiar de Navarra como 
servicios públicos de la Administración que sirven de auxilio a las autoridades judiciales 
a la hora de detectar situaciones de desprotección de los menores que requieran adoptar 
medidas de salvaguarda de su interés prevalente ( favor minoris), sobre todo en el ejercicio 
de su derecho de comunicación con sus progenitores o ius visitandi. Se analizan los prin-
cipios y normas civiles que fundamentan la intervención pública en un ámbito privado 
como es el familiar, así como las competencias de estos recursos públicos que funcionan 
en Navarra desde 2002, sus límites y principios de actuación, y la regulación actual de los 
mismos en la Comunidad foral. �

Palabras clave. Puntos de encuentro familiar, menores, “favor minoris”, “ius visitandi”.

Abstract. This work refers to meeting points of Navarre, as public services which pro-
vide assistance to the judicial authorities in order to detecting situations of risk requiring 
protection and guarantee measures to protect children. The work also examines the prin-
ciples and civil standards of interference in families, as well as the competences of these 
public services operating in Navarra since 2002, their limits and principles of action, and 
the current regulations in the foral community. 
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I. Introducción

El primer Punto de Encuentro de Navarra comienza su andadura en Pam-
plona hace ya una década (mayo de 2002) como lugar o espacio de encuentro 
comunicacional de padres y madres con sus hijos en situaciones familiares de 
conflicto o dificultad en que así lo haya dispuesto la autoridad judicial. Hoy, 
Navarra cuenta con tres recursos de este tipo que trabajan anualmente con 
más de doscientas familias con hijos menores que transitoriamente atravie-
san situaciones de crisis. 

La demanda social de estos servicios se ha quintuplicado en pocos años, 
pero la Comunidad Foral, que ostenta competencias en materia de protección 
de la infancia y la adolescencia, no cuenta de momento con una normativa 
específica reguladora, entre otras cuestiones, de la organización y funciona-
miento de estos servicios públicos, sus competencias y límites de actuación, así 
como de los derechos y deberes de sus profesionales y de los mismos usuarios. 

En virtud de estos años de experiencia acumulada y teniendo en cuenta 
la incipiente regulación de de estos servicios en otras Comunidades Autóno-
mas y el incremento exponencial de la conflictividad familiar (sobre todo, de 
ruptura de la pareja), este trabajo aborda la situación actual de estos recursos 
públicos en la Comunidad Foral Navarra, su marco normativo y el funda-
mento jurídico civil que justifica la intervención pública de estos recursos en 
un ámbito tan privado e íntimo como es el familiar.

Ello con vistas a profundizar en un debate hoy ya iniciado acerca de 
estos servicios (meting points, points de rencontre, puntos de encuentro…) que 
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abren nuevas posibilidades a la vez que plantean no pocos interrogantes en 
un Derecho de Familia hoy en vías de transformación, orientado hacia vías 
alternativas de autocomposición en la resolución de los conflictos jurídicos 
familiares y a la protección integral de los menores, vía administrativa y judi-
cial, a través de la aplicación del principio del favor minoris. 

II. FUNDAMENTO JURíDICO CIVIL DE LOS PUNTOS 
DE ENCUENTRO FAMILIAR 

1. Competencia de Navarra en materia de protección de menores

El art. 39 de la Constitución Española de 1978 establece como uno de los 
principios rectores de la política social y económica la obligación de todos 
los poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica 
de la familia, así como la protección integral “de los hijos” y “de los niños” de 
acuerdo con los acuerdos internacionales que velan por sus derechos. El art. 
9 de la Convención de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, de 20 de 
noviembre de 1989, se refiere al derecho del menor “que esté separado de uno 
o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con 
ambos progenitores” y ello de modo ordinario, “salvo si es contrario al interés 
superior del niño”. La Recomendación del Consejo de Europa R (98) del Comité 
de Ministros de los Estados Miembros sobre la Mediación Familiar, adoptada el 
21 de enero de 1998, señala en su Exposición de Motivos que se ha de asegurar 
la protección de los intereses del niño y de su bienestar “especialmente en los 
problemas de custodia y derecho de visitas”.

Desarrollando el mandato constitucional, la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, de Protección Jurídica del Menor supuso en España la construcción 
de un marco jurídico de protección de los menores vinculante para los pode-
res públicos, las instituciones específicamente relacionadas con la infancia, 
las familias, y los ciudadanos en general.

En nuestra Comunidad foral, el art. 48 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 
de agosto de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra 
establece que Navarra tiene “competencia exclusiva en materia de Derecho 
Civil Foral”, a la vez que dispone que la conservación, modificación y desa-
rrollo de la vigente Compilación del Derecho Civil Foral o Fuero Nuevo  
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“se llevará a cabo, en su caso, mediante Ley Foral”. Igualmente, y de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. 44, números 17, 18 y 23 del Amejoramiento, Navarra 
ostenta competencia exclusiva en materia de “asistencia social, política infan-
til y juvenil, y de instituciones y establecimientos públicos de protección y tutela 
de menores y de reinserción social”. 

Resulta claro, como se deriva de estos preceptos, que la Comunidad Foral 
puede elaborar disposiciones de carácter civil con respeto a las competencias 
exclusivas del Estado, en esta y en otras materias. Y en lo que se refiere a la 
protección de menores esta competencia legislativa se ha ejercitado (respe-
tando la normativa estatal representada por Ley Orgánica 1/1996, de 15 de 
enero,de protección Jurídica del Menor) a través de la Ley Foral 15/2005, de 
5 de diciembre, de Promoción, Atención y Protección a la Infancia y a la Ado-
lescencia. Efectivamente, en su art. 13 se dispone que “las Administraciones 
Públicas de Navarra garantizarán, en el ámbito de sus competencias, el respeto 
y el correcto ejercicio de los derechos y libertades de los menores reconocidos en 
la Constitución y en los Tratados Internacionales ratificados por España, en 
particular los proclamados en la Convención de Derechos del Niño de Naciones 
Unidas de 20 de noviembre de 1989 y los demás reconocidos en la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero y en el ordenamiento jurídico en su conjunto…”.

El marco jurídico civil de protección de los menores había quedado así 
netamente perfilado en una ley estatal tramitada como orgánica (art. 81 
CE) por afectar a derechos constitucionales fundamentales concernientes 
a los menores de edad (arts. 14 a 29 CE). La Ley Orgánica define el marco 
normativo básico aplicable a todo el territorio español, pero no impide que 
las Comunidades autónomas con competencias en materia de protección y 
atención a la infancia y a la adolescencia ejerciten sus competencias legisla-
tiva y reglamentaria incrementando dicho nivel de protección y regulando en 
detalle aspectos concretos de desarrollo, a la vez que estableciendo principios 
y medidas administrativas de actuación en este ámbito. 

Tras la promulgación de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, de pro-
moción, atención y protección a la infancia y a la adolescencia se asegura así 
de forma más completa y efectiva “la atención integral a los menores en el 
ámbito de la Comunidad Foral de Navarra”, estableciendo, al mismo tiempo 
que el marco jurídico de protección del menor, “las medidas y actuaciones 
administrativas de prevención y promoción, y la intervención de orientación e 
inserción con respecto a los menores sujetos al sistema de reforma en el marco 
de la ejecución de las medidas impuestas por los órganos jurisdiccionales”, todo 
ello con una finalidad de “garantía y salvaguarda del ejercicio de sus derechos 



Raquel Luquin Bergareche Los puntos de encuentro familiar de Navarra...

55
Revista Jurídica de Navarra

ISSN: 0213-5795. Julio-Diciembre 2011. Nº 52. Páginas 51-106

y la defensa de sus intereses (los del menor), así como su desarrollo, de forma 
integral, en los diferentes ámbitos de convivencia” (art.1). 

En la actualidad, estas competencias están atribuidas al Departamento de 
Política Social, Igualdad, Deporte y Juventud, el cual ejerce entre otras funcio-
nes “g) El establecimiento de criterios técnicos de actuación para cada uno de 
los recursos del sistema público de atención y protección” y “h) La creación de 
centros y de servicios especiales de atención a los menores”. 

Cuestión distinta a la determinación del ámbito competencial de Navarra 
en materia de menores (si bien íntimamente relacionada con ella) es la rela-
tiva a la aplicabilidad de este Derecho civil en la Comunidad Foral: en este 
punto han de tenerse en cuenta las normas de Derecho interregional conte-
nidas en el Código Civil (arts. 8 a 12) y el mismo concepto de vecindad civil1, 
en base a lo cual pueden sentarse los siguientes principios:

• El carácter y contenido de la filiación, incluida la adoptiva, y las relaciones 
paterno-filiales se regirán por la ley personal del hijo y si no pudiera deter-
minarse ésta, se estará a la de la residencia habitual del hijo. Respecto al 
carácter y al contenido de la filiación adoptiva, se aplicará el Derecho civil 
foral a las personas que tengan la condición civil foral, y la ley personal que 
corresponda a su vecindad civil a las que no ostenten dicha condición. 

• La adopción constituida judicialmente en Navarra se regirá, en cuanto a 
los requisitos, por lo que disponga el Derecho navarro (leyes 73 y 74 FN). 
No obstante, si el adoptando no tiene la condición civil navarra, lo que se 
refiere a su capacidad y consentimientos necesarios se regirá por la ley per-
sonal que corresponda a su vecindad civil y, a petición del adoptante o del 
Ministerio Fiscal, el Juez podrá exigir los consentimientos, audiencias o 
autorizaciones requeridas por la ley personal o la correspondiente al lugar 
de residencia habitual del adoptante o del adoptado.

1.	 Como establece la Exposición de Motivos de la Ley Foral 15/2005, en relación con la apli-
cabilidad de los artículos que constituyen Derecho civil foral contenidos en esta norma, 
y teniendo en cuenta que, según el artículo 14 CC, la sujeción al Derecho civil común o al 
especial o foral se determina por la vecindad civil, el Derecho civil de Navarra es ley per-
sonal de las personas físicas de condición civil foral navarra y que a las personas que no 
tengan la condición civil foral se les aplicará su ley personal, de acuerdo con lo dispuesto 
en el Código civil (art.14).
Cuando hablamos del Derecho interregional privado nos estamos refiriendo a la resolu-
ción de conflictos en la aplicación de distintos ordenamientos jurídicos coincidentes en 
un mismo territorio. Y para la determinación del Derecho material aplicable será preciso 
tener en cuenta las reglas de conflicto contenidas en el Código Civil (arts. 8-12) por ser esta 
materia competencia exclusiva del Estado español (149.1. 8.º CE ).
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• La tutela y las demás instituciones de protección del menor se rigen por el 
Derecho civil navarro cuando el menor tenga la condición civil foral. Las 
formalidades de constitución de la tutela y demás instituciones de protec-
ción en que intervengan autoridades judiciales o administrativas navarras, 
se sustanciarán, en todo caso, con arreglo al Derecho civil foral navarro. El 
acogimiento, en sus distintas modalidades, se regula en los arts. 67 a 72 de la 
Ley Foral 15/2005, de 15 de diciembre, la tutela administrativa automática y 
la tutela ordinaria de los menores en situación de desamparo en los arts. 63 
a 66 de la misma norma y los principios, requisitos y procedimiento para la 
adopción nacional e internacional en sus arts. 73 a 82. 

• En caso de medidas provisionales o urgentes, regirá también el Derecho civil 
navarro si el menor tiene su residencia habitual en Navarra.

Ciñéndonos a las actuaciones de protección de los menores de familias 
en crisis, la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, al tiempo que establece de 
forma inequívoca la aplicabilidad del Derecho civil foral para la adopción 
de medidas de protección respecto a los menores abandonados2 (esto es, en 
situación legal de desamparo3) que se hallen en Navarra, invoca igualmente 
este principio de territorialidad en relación con la adopción de cualesquiera 
otras medidas administrativas de prevención, protección y promoción del 
bienestar de los menores4. Medidas que habrán de adoptarse, entre otros 

2.	 Siendo equiparable la situación de abandono con la de desamparo, de acuerdo con lo dis-
puesto en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor.

3.	 Según el artículo 49 de la Ley Foral 15/2005 de 5 de diciembre, “cuando se aprecie que 
un menor está en situación de desamparo, según lo establecido en la legislación civil y en 
esta Ley Foral, corresponderá al órgano competente de la Administración de la Comunidad 
Foral la declaración de dicha situación y la asunción de la tutela automática del menor. Y, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 34.4, “se considerarán situaciones de desamparo, 
entre otras, las siguientes (art. 50):

a) El abandono voluntario del menor.
b) El maltrato físico o psíquico grave o leve con carácter crónico, así como los abusos sexuales por 

parte de las personas que integren la familia, o por parte de terceros existiendo desprotección 
para el menor.

c) La inducción o permisibilidad de la mendicidad, delincuencia o prostitución.
d) La explotación laboral, ya sea de forma esporádica o estable, o cualquier otra explotación 

económica de naturaleza análoga.
e) La negligencia física o emocional en la atención al menor con carácter grave o crónico.
f) La inducción, consentimiento o tolerancia de la drogadicción o el alcoholismo del menor.
g) La no recuperación de la guarda una vez desaparecidas las circunstancias justificativas de la 

asunción de ésta por la Administración.
h) La falta de escolarización habitual del menor.
i) La convivencia en un entorno socio-familiar que deteriore gravemente la integridad moral del 

menor o perjudique el desarrollo de su personalidad.
4.	 Arts. 2 y 7 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, de Atención, Promoción y Protección 

a la Infancia y Adolescencia.
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supuestos, cuando se trate de menores acogidos, o cuyos progenitores estén 
atravesando transitoriamente circunstancias de dificultad social, enferme-
dad o elevados niveles de confrontación conyugal post-ruptura que impidan 
o dificulten la normalidad de las relaciones familiares. Según su art. 2, “Las 
medidas contempladas en la presente Ley Foral serán de aplicación a todos los 
menores de edad que tengan su domicilio o se encuentren transitoriamente en 
el territorio de la Comunidad Foral de Navarra, sin perjuicio de las facultades 
que pudieran corresponder a otras administraciones”.

Las medidas que contempla esta norma se refieren en algunos casos a los 
“menores”, pero en otros preceptos se habla de protección de la “infancia” e 
incluso a la “adolescencia”, por lo que conviene precisar con carácter previo a qué 
se refieren estos términos legales. Esto es lo que precisamente hace a continua-
ción el art. 2 de la norma: a los efectos de esta ley foral se entiende por “menor” 
quien tenga una edad inferior a la mayoría de edad establecida en el Código Civil5, 
siempre que no haya sido emancipado o no haya alcanzado la mayoría de edad en 
virtud de lo dispuesto en la Ley que le sea aplicable6, por “infancia” “el periodo de 
vida comprendido entre el nacimiento y la edad de 12 años”, y por “adolescencia” 
“el comprendido entre la edad de 13 años y la mayoría de edad”.

2. Funciones de la Administración Foral en relación a la Infancia  
y Adolescencia: actuaciones de prevención, protección  
y ejecución de las resoluciones judiciales relativas a menores

La Administración de la Comunidad Foral despliega su actuación en esta 
materia en cuatro niveles, que aparecen perfectamente delimitados en la Ley 
Foral que comentamos: prevención, protección, promoción de la normalidad 
de las relaciones familiares y ejecución de las sentencias y autos judiciales 
relativas a los menores. 

Así, se establece que los órganos administrativos son competentes en 
su ámbito territorial “en materia de prevención y protección de los menores 
y ejecución de las medidas adoptadas por los órganos jurisdiccionales” siem-
pre que se haga “de acuerdo con la legislación civil y el resto de la legislación 
estatal aplicable”. 

5.	 Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años: art. 12 CE, art. 315 CC y ley 50 del FN.
6.	 Si la ley aplicable es la navarra, la Compilación navarra o Fuero Nuevo de 1973 no regula 

las causas de la emancipación, por lo que son aplicables de forma supletoria los arts. 314 
y siguientes del CC: mayoría de edad, matrimonio, concesión de quienes ejercen la patria 
potestad y concesión judicial, además de la emancipación por vida independiente.
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En el mismo sentido, pero de forma más concreta, el art. 16 de la Ley 
Foral 15/2005, de 5 de diciembre dispone que “las Administraciones Públi-
cas de Navarra realizarán actuaciones preventivas y atenderán a los menores 
que sufran cualquier forma de violencia, maltrato, crueldad, manipulación, 
negligencia, explotación o abuso sexual” (ap. 1º). Ante la sospecha racional-
mente fundada de posible existencia de estas situaciones, las administracio-
nes públicas deben asumir funciones tanto de detección como, en su caso, de 
denuncia de las mismas. Por ello el siguiente apartado dice que “se establece-
rán los mecanismos de coordinación adecuados para la detección y denuncia 
de las situaciones señaladas”: una de las medidas de prevención y atención 
a los menores residentes en Navarra que sirve precisamente a este objetivo 
de detección y, llegado el caso, denuncia de alguna de estas situaciones de 
desprotección, manipulación, y en definitiva, maltrato a los niños y niñas de 
familias en crisis viene determinada por la puesta en marcha de estos servi-
cios públicos que son los Puntos de Encuentro. Sus profesionales, que actúan 
de forma imparcial, neutral y dentro de la más absoluta confidencialidad, no 
valoran, enjuician ni dictaminan acerca de la existencia de situaciones de 
desprotección o riesgo en el menor7, pues no es éste su cometido, que rebasa-
ría incluso las garantías procesales elementales del justiciable. Pero sí tienen 
contacto directo con el devenir evolutivo de las familias derivadas a ellos: 
supervisan y acompañan las “visitas” que se realizan en sus instalaciones (o 
fuera de ellas) y actúan de “intermediarios” en las entregas y recogidas de los 
niños por sus progenitores, pudiendo captar en ellas una información (men-
sajes vertidos por los progenitores o por los mimos menores) y unos hechos 
(generalmente incumplimientos horarios u otros modos de obstaculización 
del régimen establecido) que, si son relevantes en orden al cumplimiento del 
derecho “de visitas”, serán trasladados, vía informe descriptivo, a la autoridad 
judicial competente, a fin de que ésta adopte lo que proceda. 

Cierto que la responsabilidad parental “corresponde al padre y a la madre, 
al tutor y a las personas que tienen atribuida su guarda, en los términos recogi-
dos por la legislación vigente”, como establece el art. 43 de la Ley Foral 15/2005, 
de 5 de diciembre. Pero no lo es menos, como dice asimismo la norma, que 
“en el ejercicio de dicha responsabilidad, deben garantizar, en la medida de sus 
posibilidades, las condiciones de vida necesarias para el desarrollo integral de 
los niños, niñas y adolescentes”. Cuando esto no es así, por causas queridas o no 

7.	 En este sentido, sus informes, en sus distintas variedades (de incidencias, de incumpli-
mientos, de observación, periódicos…) no podrían tener en ningún caso carácter de prue-
bas periciales, pues ello conculcaría el mismo derecho a la tutela judicial efectiva y a la 
garantías procesales más básicas del justiciable (art. 24 CE).
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por los progenitores, “las Administraciones Públicas de Navarra, en el ámbito 
de sus competencias, deberán velar por que los padres y madres, o quienes vayan 
a serlo, los tutores y los guardadores desarrollen adecuadamente sus responsabi-
lidades, y, a tal efecto, facilitarán su acceso a todos los servicios existentes en las 
distintas áreas que afectan al desarrollo del niño, niña o adolescente” (ap. 2 del 
art.43), actuando siempre “con carácter subsidiario en el ejercicio de los deberes 
de crianza y formación” (ap. 3 art. 43), deberes y responsabilidades que, por 
naturaleza, corresponden a la familia. 

Desarrollando las funciones de los poderes públicos en este ámbito, con 
referencia novedosa a los Puntos de Encuentro y a los Servicios de Orienta-
ción y Mediación navarros, se dispone que se establecerán “Los programas de 
orientación y mediación familiar, y los dispositivos para facilitar el encuentro 
entre padres y madres separados y sus hijos” (art. 44.3). 

Según el art. 3 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, las actuacio-
nes de atención a los menores que realicen las Administraciones Públicas de 
Navarra, se ajustarán a “la búsqueda de la integración familiar y social de los 
menores, garantizando la permanencia de éstos en su entorno familiar y social, 
siempre que ello no suponga un perjuicio para sus intereses”.

Se concibe la atención en centros “como la última medida, aplicable sola-
mente cuando no haya otra opción, bien porque las demás medidas se hayan 
revelado ineficaces, bien porque las circunstancias del caso lo requieran, 
teniendo un carácter temporal siempre que sea posible” (letra d), y se adop-
tarán medidas “de prevención de las situaciones de desprotección y conflicto 
social, procurando detectar y paliar las carencias que impidan o dificulten el 
adecuado desarrollo personal y social del menor” (letra e).

Asimismo, establece como medidas de prevención de la infancia y la ado-
lescencia a realizar por la Administración Pública de Navarra“4.a) La promo-
ción de la educación para la responsabilidad parental (…)” y “c) La realización 
de actuaciones de carácter social o terapéutico dirigidas a la consecución del 
adecuado ejercicio de las funciones parentales, al desarrollo de una dinámica 
familiar adecuada y a evitar el desarraigo en su ámbito”. 

Estas competencias de protección de menores se ejercen por el hoy Departa-
mento de Política Social, Igualdad, Deporte y Juventud, al que corresponde entre 
otras funciones y a través de su estructura organizativa8 “El establecimiento  

8.	 El organigrama actual es el siguiente: Servicio de Protección, promoción y Atención a la Infan-
cia y Adolescencia y Sección de Promoción y Protección del Menor, dividido en los Negociados 
de Atención a Menores en Dificultad Social y Negociado de Atención a Menores en Conflicto 
Social y Reforma, y Sección de Adopción y Acogimiento Familiar, dividida en los Negociados 
de Acogimiento Familiar y Adopción Nacional y Negociado de Adopción Internacional.
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de criterios técnicos de actuación para cada uno de los recursos del sistema 
público de atención y protección” y “La creación de centros y de servicios espe-
ciales de atención a los menores” (letras g) y h) del art.3). 

Se adopta así en nuestra Comunidad Foral un enfoque amplio a la hora 
de abordar la intervención pública con menores y familias en conflicto, que 
se traduce entre otros recursos (pisos de acogida, centros de día, servicios de 
orientación y mediación familiar, etc.) en la habilitación de unos Puntos de 
Encuentro que, superando la perspectiva meramente garantista de la seguri-
dad física de las entregas y de las visitas a los menores, incorporan servicios 
de terapia (individual o grupal) y potencia la metodología de la mediación 
como vía para conseguir acuerdos y avances en la normalización de las diná-
micas familiares. De esta manera, los Puntos de Encuentro navarros han 
avanzado en la mejora del bienestar de menores y familias a través del trabajo 
de las habilidades parentales en las familias usuarias del recurso, y en ellos se 
proponen y realizan mediaciones con madres y padres que voluntariamente 
aceptan este tipo intervenciones, con vistas a conseguir acuerdos, o a aban-
donar el servicio una vez normalizada la situación origen de la derivación. 

No obstante este enfoque amplio y ambicioso, la actuación de las Adminis-
traciones Públicas navarras, y por ende la de los Puntos de Encuentro, deberá 
regirse por ciertos principios y criterios básicos cuya ponderación en un caso 
concreto actuará como límite o encuadre a la intervención pública en el ámbito 
privado- familiar. Así lo reconoce la misma Ley Foral cuando obliga a tener en 
cuenta “la prioridad de la intervención en el entorno familiar del menor (…) que, 
siempre que sea posible, debe facilitar su mantenimiento y la permanencia en el 
mismo”, la reducción de la actuación administrativa “(…) al mínimo necesario 
para asegurar la adecuada protección, interfiriendo lo menos posible en la vida 
del menor y en la de su familia” y “la interdisciplinariedad en el diagnóstico de los 
casos, en la toma de decisiones y en la intervención” (art. 38). Del mismo modo, 
el art. 39 (letra e)) reconoce a los menores protegidos el derecho “A la seguridad 
jurídica y emocional proporcionadas por una tramitación lo más eficaz y rápida 
posible, que impida la prolongación de las medidas de carácter provisional, evite 
las intromisiones en la esfera de su intimidad más allá de lo estrictamente preciso 
y restrinja al mínimo imprescindible las limitaciones a su capacidad de obrar y 
las interferencias en su vida y en la de su familia”.

Existentes en España desde 1994, fecha en que se pone en funcionamiento 
el primer Punto de Encuentro de España en Valladolid, y desde el año 2002 en 
Navarra, con la puesta en marcha del primer recurso de este tipo en Pam-
plona, se trata de servicios públicos que cumplen una función primordial en 
el ejercicio del derecho de los menores a comunicarse y relacionarse con sus 
progenitores y abuelos aún cuando concurran en su familia circunstancias 
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de diverso origen que obstaculicen, entorpezcan o dificulten este derecho, 
o pongan en peligro con ocasión de su ejercicio la seguridad y el bienestar 
psicológico de los menores. Conflictos post-ruptura de intensidad elevada 
que interfieren en las entregas y recogidas de los niños entre los progenito-
res; existencia de órdenes de alejamiento que obstaculizan los intercambios; 
dificultades o entorpecimientos al derecho de comunicación de los niños con 
sus abuelos; situaciones de alcoholismo, toxicomanía, perturbaciones menta-
les, sospecha de abusos sexuales, etc., en los progenitores que aconsejan una 
supervisión o acompañamiento profesional en los encuentros comunicacio-
nales: todas estas circunstancias, y otras análogas a juicio de las autoridades 
derivantes, convierten en imprescindible la intervención profesional de estos 
Puntos de Encuentro en un ámbito tan íntimo y privado como es el familiar, 
en el que las injerencias de los poderes públicos deben tener su origen y causa 
en una resolución judicial o administrativa que las justifique de forma moti-
vada, han de estar amparadas por la legislación sustantiva y procesal vigente 
y ser en todo caso excepcionales, subsidiarias y de carácter transitorio. 

3. Los Puntos de Encuentro de Navarra como servicios públicos  
de atención a la familia en crisis

Más allá de lo económico, una unidad familiar puede estar en crisis por dis-
tintos motivos: conflictos post-ruptura; entorpecimientos al derecho de comu-
nicación de los niños con sus abuelos; situaciones de alcoholismo, toxicomanía, 
enfermedad mental, sospecha de abusos sexuales en los progenitores, y otras 
tantas. En estas situaciones críticas, esto es, conflictivas, los Puntos de Encuen-
tro realizan las funciones de prevención y protección del bienestar de los meno-
res y de promoción de la normalidad de las relaciones familiares que menciona 
la legislación foral de protección del menor (arts. 1, 2, 3 y 16 de la citada Ley 
Foral 15/2005, de 5 de diciembre). Pero sobre todo estos recursos, gratuitos a la 
fecha para los usuarios, suponen un insustituible instrumento de auxilio de los 
órganos jurisdiccionales en el ejercicio de sus funciones de juzgar y hacer ejecu-
tar lo juzgado (art. 117 CE), y requieren el respeto escrupuloso en su actuación 
a ciertos principios (legalidad sustantiva y procesal, adecuación a lo dispuesto 
en las resoluciones judiciales, excepcionalidad, subsidiariedad, temporalidad, 
etc.) para que se cumpla el derecho del justiciable a la tutela judicial efectiva 
constitucionalmente reconocido en el art. 24 de la Norma Fundamental. Todas 
estas cautelas y principios se observan en la actuación de los tres Puntos de 
Encuentro Familiar que actualmente operan en Navarra. 



Raquel Luquin Bergareche Los puntos de encuentro familiar de Navarra...

62
Revista Jurídica de Navarra

ISSN: 0213-5795. Julio-Diciembre 2011. Nº 52. Páginas 51-106

Teniendo en cuenta lo anterior, podemos definir estos recursos públicos 
como servicios sociales especializados dependientes de la Administración foral9, 
de carácter universal y gratuito, atendidos por equipos profesionales interdisci-
plinares que ponen a disposición de sus usuarios (los progenitores, abuelos u 
otros familiares), de manera temporal, un espacio físico y afectivo que, por su 
neutralidad, resulta idóneo para velar por el derecho fundamental de los benefi-
ciarios del mismo (los menores residentes en Navarra) a comunicarse de forma 
segura, pacífica y sin interferencias perjudiciales para el desarrollo de su perso-
nalidad con el progenitor y parientes con quienes no conviven. 

La derivación a un Punto de Encuentro convierte la intervención pro-
tectora del menor en estos servicios en imperativa (es decir, forzosa para los 
usuarios) cuando exista una resolución de derivación y, por lo mismo, solo 
podrá tener lugar en el plazo y en la forma que establezca la misma. 

El art. 42 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, bajo el epígrafe “Auxi-
lio judicial y policial” establece que “Cuando por la oposición de los padres, 
tutores o guardadores del menor, o por la existencia de otro impedimento 
grave, se obstaculizara o imposibilitara la investigación del caso o la ejecución 
de las medidas de protección ya acordadas, se solicitará de la Autoridad judi-
cial que disponga lo necesario para hacerlas efectivas, todo ello sin perjuicio 
de las intervenciones inmediatas que puedan llevarse a cabo a fin de evitar los 
riesgos inminentes para la vida o integridad del menor y garantizar el ejercicio 
de sus derechos esenciales”. 

Y en su párrafo segundo se dispone incluso que “podrá recabarse la coope-
ración y asistencia de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cuando las actuacio-
nes de investigación no puedan practicarse o no se puedan ejecutar las medidas 
de protección con los solos medios de que disponga la Administración”. Existe 
un Protocolo de Actuación Coordinada con el Cuerpo de Policía Foral de 
Navarra de 2006, desarrollado en ejecución de la Ley Foral 22/2002, de 2 de 
julio, para la adopción de medidas integrales contra la violencia sexista, que 
sirve precisamente a este objetivo de asegurar la actuación de estos servicios 
aún con la oposición de los usuarios del mismo cuando así lo establezcan 
jueces y autoridades competentes.

En los Puntos de Encuentro se garantiza así la seguridad y el bienestar 
físico y emocional de los menores en el ejercicio del ius visitandi con sus pro-
genitores y familiares cuando los jueces aprecian, en resolución motivada, la 
necesidad de protección del interés prevalente del niño, niña o adolescente 

9.	 Art. 7 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, de Atención, Promoción y Protección a la 
Infancia y Adolescencia.
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menor en un caso concreto y la idoneidad de que esta salvaguarda se realice 
a través de uno de estos recursos neutrales y profesionalizados. 

Este principio del favor minoris en una materia tan delicada como el dere-
cho de visitas encuentra fundamento normativo en los arts. 94, 158.4, 160 y 
172.4 CC, aparece igualmente consagrado como criterio preferente de deci-
sión judicial en los arts. 2 y 11 2. a de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, 
de Protección Jurídica del Menor, y en el ordenamiento jurídico de Navarra se 
reconoce implícitamente en la ley 63 FN y, de forma expresa, en los arts. 10 de 
la Ley 6/2000, de 3 de julio para la Igualdad Jurídica de las Parejas Estables y 
en el art. 110 de la reciente Ley Foral 3/2011, de 17 de marzo, sobre custodia de 
los hijos en los casos de ruptura de la convivencia de los padres. 

Dentro el elenco de derechos de que es titular el menor, lo que se garan-
tiza a través de estos recursos públicos es el derecho fundamental de los 
niños y niñas a comunicarse con sus progenitores y abuelos cuando concu-
rran temporalmente circunstancias que impidan u obstaculicen su ejercicio, 
con perjuicio para el desarrollo de su personalidad adulta.

El derecho de comunicación o ius visitandi del menor, regulado en el Dere-
cho común y en el Derecho civil de Navarra11, ha sido configurado jurispru-
dencialmente como un derecho-deber encuadrado dentro de la categoría de 
los “derechos-función”. Su finalidad prioritaria no es la de dar satisfacción a 
los deseos del progenitor que no detenta la custodia de sus hijos, sino amparar 
los intereses de estos hijos e hijas que gozan de la superior y preferente protec-
ción del ordenamiento jurídico. Como establece la SAP Madrid, Sección 22ª, 
11 de enero de 2002 “en el artículo 94 del Código Civil se configura el derecho, 
que también es una obligación del progenitor que no tenga consigo a los hijos 
menores de edad de comunicar con ellos y tenerlos en su compañía, derecho-
obligación que se inscribe en el marco de las relaciones paterno-filiales, siendo 
una faceta del desarrollo de la personalidad de los hijos importante y en cuya 
determinación, concreción y desarrollo ha de primar, no obstante el derecho del 
progenitor, el principio rector consagrado en el artículo 92 CC acerca de que las 
medidas judiciales sobre el cuidado y educación de los hijos serán adoptadas  

10.	 Según su art. 1, la Ley Foral “tiene como finalidad asegurar la atención integral a los meno-
res en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra, estableciendo el marco jurídico de pro-
tección del menor, las medidas y actuaciones administrativas de prevención y promoción, 
y la intervención de orientación e inserción con respecto a los menores sujetos al sistema de 
reforma en el marco de la ejecución de las medidas impuestas por los órganos jurisdiccio-
nales, garantizando el ejercicio de sus derechos y la defensa de sus intereses, así como su 
desarrollo integral en los diferentes ámbitos de convivencia”.

11.	 Arts. 94, 158.4, 160 y 172.4 CC, ley 63 FN y art. 3 de la Ley Foral 3/2011, de 17 de marzo, sobre 
custodia de los hijos en los casos de ruptura de la convivencia de los padres.
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en beneficio de ellos, hasta el punto de que si son mayores de doce años o tuvie-
ran suficiente juicio deberán ser oídos al respecto” (En el mismo sentido la SAP 
de Valencia, Sec. 10ª, de 11 de diciembre de 2002). 

Recientemente se ha promulgado en Navarra la Ley Foral 3/2011, de 17 
de marzo, sobre custodia de los hijos en los casos de ruptura de la convivencia 
de los padres, que regula algunas cuestiones y materias sobre las que Nava-
rra ostenta competencias, pero que hasta la fecha no había ejercitado. En su 
art. 3 (“Guarda y custodia de los hijos”) establece que en el caso de ruptura 
de la convivencia, cada uno de los padres por separado, o ambos de común 
acuerdo, podrán solicitar al Juez que la guarda y custodia de los hijos menores 
o incapacitados sea ejercida por ambos o por uno de ellos (ap. 1). En el caso 
de que la solicitud se realice por uno sólo de los padres, el Juez podrá acordar 
la guarda y custodia compartida o la custodia individual (esto es, única, con 
un derecho de comunicación en el progenitor no custodio), oído el Ministerio 
Fiscal y previos los dictámenes y audiencias que estime necesarios recabar, 
cuando así convenga a los intereses de los hijos (ap. 2). El criterio de decisión 
en esta materia de guarda y custodia de los hijos es, como no podía ser de 
otra manera, el interés prevalente del menor o “favor minoris”, y así, “El Juez 
decidirá sobre la modalidad de custodia más conveniente para el interés de los 
hijos menores”, teniendo en cuenta la solicitud que haya presentado cada uno 
de los padres, y atendiendo, además de a lo dispuesto en esta Ley Foral, a una 
serie de factores contenidos en su apartado 3º:

a) La edad de los hijos.

b) La relación existente entre los padres y, en especial, la actitud de cada uno 
de los progenitores para asumir sus deberes, respetar los derechos del otro y, 
en especial, cooperar entre sí y garantizar la relación de los hijos con ambos 
progenitores y sus familias extensas.

c) El arraigo social y familiar de los hijos.

d) La opinión de los hijos, siempre que tengan suficiente juicio y, en todo caso, 
si son mayores de doce años, con especial consideración a los mayores de 
catorce años.

e) La aptitud y voluntad de los padres para asegurar la estabilidad de los 
hijos.

f) Las posibilidades de conciliación de la vida familiar y laboral de los padres.

g) Los acuerdos y convenios previos que pudieran existir entre los padres y que 
estos le hayan justificado.

h) Cualquier otra circunstancia de especial relevancia para el régimen de 
convivencia.
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Y de nuevo se insiste en este criterio rector del beneficio del menor en el 
ap. 4º, según el cual 

“En cualquier caso, la decisión buscará conciliar, siempre que sea posible, 
todos los intereses en juego, considerando como prioritarios los intereses de los 
hijos menores o incapacitados y asegurando la igualdad de los padres en sus 
relaciones con los hijos en todo lo que vaya en beneficio de estos)12.

Este derecho-deber que es la patria potestad, del cual tener a los hijos en 
su compañía (es decir, la custodia, sea única, sea compartida) es solo una de 
las facultades que engloba, debe subordinarse siempre y en todo caso a la pro-
tección del interés del menor, de modo que, en caso de potencial colisión con 
otros derechos o intereses, no cabe duda prevalecería siempre el de éste. 

Como dice la SAP de Guadalajara de 4 de junio de 200613:
“hay que partir de dos parámetros para la fijación de un régimen de estancia, 

visitas y comunicaciones en favor del cónyuge con el que no conviva los hijos y 
que es por un lado, la tiene función y finalidad que tiene, el fomentar un vínculo  

12.	 Si decide la custodia compartida, el Juez fijará un régimen de convivencia de cada uno de los 
padres con los hijos, adaptado a las circunstancias de la situación familiar, que garantice a 
ambos padres el ejercicio de sus derechos y obligaciones en situación de equidad (ap. 5º).
Si decide la custodia individual, el Juez fijará un régimen de comunicación, estancias o visi-
tas con el otro progenitor que le garantice el ejercicio de las facultades y deberes propios de 
la patria potestad que tenga atribuidos conforme a la Ley 63 de la Compilación de Derecho 
Civil Foral de Navarra (ap. 6º).
Salvo circunstancias que lo justifiquen específicamente, no se adoptarán soluciones que 
supongan la separación de los hermanos (ap. 7º). No procederá la atribución de la guarda y 
custodia a uno de los padres, ni individual ni compartida, cuando se den estos dos requisi-
tos conjuntamente:
a) Esté incurso en un proceso penal iniciado por atentar contra la vida, la integridad física, 

la libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro progenitor o de 
los hijos o hijas.

b) Se haya dictado resolución judicial motivada en la que se constaten indicios fundados y 
racionales de criminalidad. Tampoco procederá la atribución cuando el Juez advierta, de 
las alegaciones de las partes y de las pruebas practicadas, la existencia de indicios fun-
dados y racionales de violencia doméstica o de género. Las medidas adoptadas en estos 
dos supuestos serán revisables a la vista de la resolución firme que, en su caso, se dicte al 
respecto en la jurisdicción penal. La denuncia contra un cónyuge o miembro de la pareja 
no será suficiente por sí sola para concluir de forma automática la existencia de violencia, 
de daño o amenaza para el otro o para los hijos, ni para atribuirle a favor de este la guarda 
y custodia de los hijos.

13.	 Como dice la Sala en este pronunciamiento ejemplar “el derecho de vistas del progenitor no 
custodio constituye no sólo un derecho sino también un deber cuya finalidad principal es la 
protección de los intereses del menor para cuya educación, formación y desarrollo resulta 
plenamente conveniente la relación fluida, amplia y habitual con ambos progenitores. En la 
regulación de esta materia ha de primar ante todo el interés de los menores sobre cualquier 
otro interés legítimo que pueda concurrir (…). Y para limitar o suspender este derecho han 
de darse graves circunstancias que así lo aconsejen o incumplirse grave y reiteradamente los 
deberes impuestos por la resolución judicial, según el artículo 94 CC”.
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de confianza entre dicho progenitor y los hijos. (…) Desde luego es indubitado que 
la presencia del padre y la madre es fundamental para el crecimiento del hijo al 
ser soporte de las respectivas identidades, ello no implica que se olvide que el plan 
o régimen de visitas debe proteger los derechos del niño y del padre no custodio 
y tender a fomentar los vínculos afectivos con él para procurar así la formación 
integral que es espíritu y guía del ejercicio de la patria potestad”.

Este derecho del menor a comunicarse con sus progenitores y familiares 
no puede ser objeto de interpretación restrictiva, tal y como ya había sentado 
el Tribunal Supremo en Sentencia de 9 de julio de 2002 y debiendo sólo ceder 
ante situaciones de “peligro concreto y real para la salud física, psíquica y 
moral del menor”. De este modo, su suspensión procederá con carácter gene-
ral cuando haya una elevada probabilidad de poner directa y seriamente en 
peligro la salud física o psíquica del hijo, pues “por su propia fundamentación 
filosófica y tratarse de un derecho que actúa válidamente para la reanudación 
de las relaciones entre los padres y los hijos, no puede interpretarse restricti-
vamente, evitando rupturas definitivas o muy prolongadas por el tiempo, que 
resultan difíciles de recuperar. Este derecho sólo cede en caso de darse peligro 
concreto y real para la salud física, psíquica o moral del menor...". En pronun-
ciamientos más recientes se dispone en el mismo sentido que "El llamado 
derecho de visita regulado en el art. 94 CC en concordancia con el art. 161 del 
propio cuerpo legal, no es un propio y verdadero derecho, sino un complejo de 
derechos-deber cuyo adecuado cumplimiento no tiene por finalidad satisfacer 
los deseos o derechos de los progenitores sino también cubrir las necesidades 
afectivas y educativas de los hijos en aras de un desarrollo armónico y equili-
brado. ... Así pues, la conveniencia e interés del menor exigen el establecimiento 
de un régimen de visitas amplio y flexible, en el que las relaciones entre el proge-
nitor no custodio y el hijo sean fáciles, continuas y normalizadas”14 

La flexibilidad y frecuencia de las relaciones entre padres e hijos y abuelos 
y nietos es realmente lo deseable, tanto en situaciones de normalidad como 
en coyunturas de conflicto familiar. Igualmente lo idóneo sería que en estas 
ocasiones de ruptura conyugal o de la pareja, el lugar, tiempo, frecuencia y 
modo de esta comunicación se reglamentase por los mismos implicados en el 
conflicto (art. 94 CC, 1255 CC y leyes 7 y 8 FN). Pero una cosa son los deside-
rata y otra la realidad, que a menudo impone su cara más cruda. Cierto es que 
el mejor régimen es aquel que no hay necesidad de establecer judicialmente. 
Pero las situaciones de ruptura llevan aparejada una carga emocional para 
los implicados en ellas que hace temblar, en ocasiones, los cimientos mismos 

14.	 SAP de la Audiencia Provincial de Guadalajara de 4 de mayo de 2006.
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de la racionalidad humana, necesaria para dar origen al pacto, al acuerdo 
negociado, y a la consideración de lo más beneficioso para los hijos (e incluso 
para los mismos ex cónyuges en cuanto personas). En algunos casos de rup-
turas, la emocionalidad subyacente al conflicto conyugal logra anteponerse a 
la racionalidad más evidente relativa a las cuestiones de parentalidad, y esta 
razón práctica solo emerge pasado un tiempo del duelo, estimado por los psi-
cólogos en uno o dos años: los progenitores, que antes decidían y “negocia-
ban” el lugar de residencia, la organización del tiempo de trabajo doméstico, 
las vacaciones, la educación de los hijos, etc., no son ahora capaces de pactar 
mínimamente un calendario de parentalidad, y en ocasiones ni de realizar 
de forma mínimamente civilizada las entregas y recogidas de los menores, 
que quedan así desprotegidos e indefensos ante un conflicto que es de sus 
padres, no propio. Incluso pueden haberse dictado medidas de protección 
como órdenes de alejamiento o, aun sin haberlas, las entregas y recogidas de 
menores para el ejercicio del ius visitandi cuando corresponda pueden sufrir 
obstáculos, impedimentos, o se realizarse exteriorizando una vis (física o psi-
cológica) muy perjudicial para los niños.

En estos casos de ruptura contenciosa ha de ser el juez quien determine de 
forma imperativa las “visitas” que de otro modo se hubieran pactado en conve-
nio regulador homologado judicialmente (art. 94 CC), e incluso puede, en los 
supuestos que a su juicio lo requieran, derivar a las familias a estos servicios 
públicos especializados para que se realicen las entregas y recogidas de los 
niños o se supervisen, de forma más o menos amplia los encuentros. Estos servi-
cios públicos incardinados en la Administración Pública navarra, en ocasiones 
denostados y criticados desde diversos frentes, constituyen así un instrumento 
de apoyo y auxilio judicial y un recurso imprescindible para la prevención y pro-
tección administrativa de los menores en situaciones de desprotección. 

4. Supuestos que justifican la intervención de los Puntos  
de Encuentro Familiar como garantía del favor minoris

¿Cuál es la razón que justifica jurídicamente la existencia y necesidad de 
estos servicios auxiliares de los juzgados y legitima su intervención en un 
ámbito tan privado e íntimo como es el familiar? A tenor de lo expuesto, la 
respuesta es clara: la salvaguarda del favor minoris, del beneficio o interés 
prevalente de los menores, que debe siempre prevalecer sobre cualquier otro 
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derecho o interés ajeno, aún legítimo, que pudiera concurrir15. La necesidad 
de esta protección de los menores en Puntos de Encuentro se manifiesta en 
los siguientes casos:

A. En supuestos de elevada conflictividad familiar con o sin existencia  
de órdenes de alejamiento de un progenitor hacia el otro

Cuando se dan estas situaciones, los Puntos de Encuentro garantizan 
el ius visitandi de los menores con sus progenitores no custodios cuando su 
ejercicio se ve obstaculizado o perturbado en casos de crisis conyugal post-
ruptura con niveles altos de conflictividad. 

Los progenitores (ambos: el padre y la madre) son titulares de la patria 
potestad sobre los hijos menores o incapacitados, y esta función o poder-de-
ber aparece regulada en el Fuero Nuevo de Navarra y en la reciente Ley Foral 
3/2011, de 17 de marzo, sobre custodia de los hijos en los casos de ruptura de la 
convivencia de los padres. La patria potestad es una función o potestad que el 
Derecho atribuye a los padres, con carácter indisponible e irrenunciable, en 
cuanto medio para realizar la función de cuidado y capacitación de los hijos. 
Por esta función tuitiva, sus titulares resultan investidos de un conjunto de 
facultades y deberes, en el ámbito personal y patrimonial, respecto de sus 
hijos menores no emancipados o incapacitados judicialmente, como medio 
para conseguir su beneficio e interés tanto en el orden material como espiri-
tual. El Título V del Libro I del FN lleva como rúbrica “De la patria potestad 
y de la filiación” y comprende las Leyes 63 a 72 en la redacción actual tras 
la Ley Foral 5/1987, de 1 de abril por la que se modifica la Compilación de 
Derecho Civil Foral de Navarra.

15.	 Como dice la Sentencia de la Audiencia Provincial de Guadalajara, Sección 1ª, 4 de junio 
de 2006 “se trata de un derecho claramente subordinado al interés del menor, y así está 
recogido en las declaraciones pragmáticas de algunos documentos supranacionales en esta 
materia: Declaración de los Derechos del Niño, aprobada por Asamblea General de Nacio-
nes Unidas de 1959; Resolución de 29-5-1967 del Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas; y Convención del Consejo de Europa de 1980 sobre Reconocimiento y Ejecución de 
Decisiones en materia de Guarda de Niños, por ser el más valioso y necesitado de protección 
y debe ser cancelado al margen y por encima de los motivos que dieron lugar a la separación 
entrega el visitador y el titular de la guarda del menor. Y es que el «ius visitandi» cumple 
una evidente función familiar pues quiere la ley que aunque la familia atraviese una crisis 
o ruptura, incluso definitiva, se cumplan en la medida de lo posible, los fines asegurados 
al núcleo familiar, entre ellos, el del pleno desarrollo de la personalidad de los mismos. Así 
pues, la conveniencia e interés del menor exigen el establecimiento de un régimen de visitas 
amplio y flexible, en el que las relaciones entre el progenitor no custodio y el hijo sean fáciles, 
continuas y normalizadas”.
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Con carácter general, la titularidad de la patria potestad corresponde a 
ambos progenitores (ley 63 FN), como efecto inmediato de la filiación e inde-
pendientemente de la existencia de vínculo matrimonial entre ellos, y así, la 
atribución conjunta de la patria potestad al padre y a la madre implica el reco-
nocimiento a ambos, en plano de igualdad, de poderes decisorios en lo concer-
niente a los hijos comunes y en todos los ámbitos a que aquélla se extiende. La 
patria potestad sobre los hijos menores no emancipados y sobre los incapacita-
dos comprende en la esfera personal, las facultades de velar por ellos, tenerlos en 
su compañía, alimentarlos, educarlos, corregirlos razonable y moderadamente y 
procurar su debida formación (ley 63 I FN). Corresponde también a los padres 
la defensa de los intereses y expectativas de los hijos concebidos y no nacidos, e 
incluso de los no concebidos (ley 63 II FN). Los hijos, por su parte, deben obedecer 
a los padres en tanto permanezcan bajo su potestad, respetarlos siempre y contri-
buir al sostenimiento de la familia mientras convivan con ella (ley 63 III FN).

El obstáculo a la conjunción en el ejercicio de la patria potestad que la 
separación de los cónyuges supone se limita a las funciones ligadas a la coti-
diana convivencia y a la inmediata relación personal, que van a seguir siendo 
ejercidas por progenitor que ostenta la custodia pero, en sí misma, la separa-
ción de los cónyuges no constituye impedimento alguno a la natural concu-
rrencia de los dos titulares en el desempeño de las demás funciones que no 
presupongan aquel contacto permanente (STSJ de Navarra de 14-06-1995). En 
cualquier caso, serán válidos los actos que cualquiera de los padres realice 
por sí sólo para atender a las necesidades ordinarias de los hijos, según las 
circunstancias familiares y el uso del lugar, o en situaciones que exijan una 
urgente solución (ley 63.IV FN). 

Si hubiera desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad (ley 63.VI FN) 
los Parientes Mayores, como órgano decisorio en el ámbito familiar (ley 142 
FN), actuarán a modo de árbitros en dichas controversias a solicitud conjunta 
de ambos padres, atribuyendo a uno de los padres la facultad de decidir en 
cada caso planteado. Igualmente, se prevé que sea la autoridad judicial quien, 
en supuestos de desacuerdos familiares en esta materia intervenga a peti-
ción de cualquiera de los padres, y resuelva la discrepancia después de oír a 
los interesados e intentar la conciliación, atribuyendo, sin ulterior recurso, la 
facultad de decidir en el caso concreto al padre o a la madre (ley 63.VI FN). 
Cuando las circunstancias lo aconsejen, podrá también el Juez, por un plazo 
que no exceda de dos años, distribuir entre ellos las funciones de la patria 
potestad o atribuir éstas a uno de los dos (ley 63.VII FN). 
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El padre o la madre podrán ser privados16 total o parcialmente de su 
potestad por sentencia firme (ley 66.V FN). La privación ha de estar fundada 
en un incumplimiento de los deberes inherentes a la patria potestad y puede 
ser resultado de un procedimiento seguido a tal efecto o de una sentencia 
dictada en causa criminal o matrimonial. 

Cuando los titulares de la patria potestad (ley 63 FN) no son capaces de 
actuar en defensa de los menores lo hacen las entidades públicas de protección 
de menores. En la Sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya (sección 
4ª) de 5/2002, de 3 de enero, la Sala hace referencia a la STC de 25 de mayo de 
1992, haciendo hincapié en que la definición legal de la situación de desam-
paro contempla dos aspectos: 

1. Una omisión o ejercicio inadecuado por parte de los padres o tutores de sus 
deberes y 

2. Un resultado: que el menor quede privado de la necesaria asistencia moral 
o material, cualquiera que sea quien se los proporcione, lo cual obliga a 
una constatación del estado del menor en el momento en que se adopta 
la medida.

Pero, aún sin llegar a esta situación legal de desamparo17, en ciertos casos 
puede ser necesaria la intervención pública en un ámbito tan privado como 

16.	 Más que de una sanción al progenitor, se trata de una medida de protección a favor del hijo 
adoptada sólo cuando venga reclamada por el beneficio de éste (STS de 20-01-1993, (RJ 
1993,478)), STSJ de Navarra de 14-06-1995 (RJ 1995,5188), SAP de Navarra de 14- 07-1999). 
De cualquier modo, la privación de la patria potestad tiene carácter reversible, pues los 
Tribunales podrán, en beneficio e interés del hijo, acordar la recuperación de la patria 
potestad cuando hubiese cesado la causa que motivó la privación (ley 66. V FN).

17.	 Según el artículo 49 de la Ley Foral 15/2005 de 5 de diciembre, “cuando se aprecie que 
un menor está en situación de desamparo, según lo establecido en la legislación civil y en 
esta Ley Foral, corresponderá al órgano competente de la Administración de la Comunidad 
Foral la declaración de dicha situación y la asunción de la tutela automática del menor. Sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 34.4, “se considerarán situaciones de desamparo, 
entre otras, las siguientes (art. 50):

a) El abandono voluntario del menor.
b) El maltrato físico o psíquico grave o leve con carácter crónico, así como los abusos sexuales 

por parte de las personas que integren la familia, o por parte de terceros existiendo despro-
tección para el menor.

c) La inducción o permisibilidad de la mendicidad, delincuencia o prostitución.
d) La explotación laboral, ya sea de forma esporádica o estable, o cualquier otra explotación 

económica de naturaleza análoga.
e) La negligencia física o emocional en la atención al menor con carácter grave o crónico.
f) La inducción, consentimiento o tolerancia de la drogadicción o el alcoholismo del menor.
g) La no recuperación de la guarda una vez desaparecidas las circunstancias justificativas de 

la asunción de ésta por la Administración.
h) La falta de escolarización habitual del menor.
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el familiar cuando el interés de niños y adolescentes resulte, a juicio del juez, 
insuficientemente protegido. La realización de las mal llamadas “visitas” en 
estos espacios (tuteladas, acompañadas, entregas y recogidas, etc.), garantiza 
el cumplimiento de las resoluciones judiciales relativas al régimen de comu-
nicación de los menores a fin de evitar cualquier situación de riesgo o ame-
naza, tanto para su seguridad como para su bienestar físico y emocional. 

Las “situaciones de riesgo” en las que pueden encontrase los menores son 
las que establece el art. 45 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, de Aten-
ción, Promoción y Protección a la Infancia y Adolescencia:

a) La falta de atención física o psíquica del menor por parte de sus padres, 
tutores o guardadores que suponga perjuicio leve para su salud física o 
emocional, descuido no grave de sus necesidades principales u obstacu-
lización para el ejercicio de sus derechos, cuando se estime, por la natura-
leza o por la repetición de los episodios, la posibilidad de su persistencia o 
el agravamiento de sus efectos.

b) La incapacidad de las personas referidas en el apartado anterior para dis-
pensar adecuadamente al menor la referida atención física y psíquica, no 
obstante su voluntad de hacerlo.

c) La utilización del castigo físico o emocional sobre el menor que, sin consti-
tuir episodio severo o patrón crónico de violencia, perjudique su desarrollo.

d) Las carencias de todo orden que, no pudiendo ser adecuadamente com-
pensadas en el ámbito familiar, ni impulsadas desde éste para su trata-
miento a través de los servicios y recursos normalizados, puedan propiciar 
la exclusión social, inadaptación o desamparo del menor.

i) La convivencia en un entorno socio-familiar que deteriore gravemente la integridad moral 
del menor o perjudique el desarrollo de su personalidad.

j) La drogadicción o alcoholismo habitual en las personas que integran la unidad familiar y, 
en especial, de quienes ostenten la responsabilidad parental del menor, siempre que menos-
cabe el desarrollo y bienestar del menor.

k) El trastorno mental grave de los padres, tutores o guardadores que impida el normal ejerci-
cio de la patria potestad, de la tutela o de la guarda.

l) La falta de las personas a las cuales corresponde ejercer las funciones de guarda o cuando 
estas personas estén imposibilitadas para ejercerlas o en situación de ejercerlas con peligro 
grave para el menor.

m) Cualesquiera otras situaciones que se produzcan de hecho a causa del incumplimiento 
o de un imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos por las 
leyes para la guarda de los menores y que generen que éstos queden privados de la necesaria 
asistencia”.
Según el Código Civil es la que se produce de hecho a causa del incumplimiento, o del 
imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos por las leyes para 
la guarda de los menores de edad, cuando éstos queden privados de la necesaria asistencia 
moral o material (art. 172.2 CC). 
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e) El conflicto abierto y permanente de los progenitores, separados o no, 
cuando anteponen sus necesidades a las del niño o la niña.

Enumeración ésta que abarca supuestos de incapacidad, dificultad y 
conflictividad familiar que van desde la utilización de la violencia sobre los 
menores hasta supuestos de incapacidad, falta o insuficiencia en la atención 
dispensada, carencias de todo orden que puedan perjudicar el desarrollo de 
los menores o situaciones de conflicto abierto y permanente de los progenito-
res (separados o no) cuando anteponen sus necesidades a las del niño o la niña, 
supuesto éste último que por desgracia se constata con demasiada frecuencia. 
En efecto, lamentablemente se dan intentos por parte de progenitores custo-
dios de obstaculizar la comunicación del hijo o hija menor con el no custodio 
o la realización de las entregas y recogidas de los hijos los fines de semana 
o periodos vacacionales con exteriorización de una violencia verbal, física o 
psicológica que es percibida y sufrida por los menores y que resulta altamente 
perjudicial para su desarrollo madurativo. En otras ocasiones, se producen 
conflictos de lealtades inducidos en los hijos de padres divorciados o en proce-
sos de ruptura o separación o, incluso, situaciones de sutil manipulación de 
los hijos ejercida por uno de los progenitores para provocar la animadversión 
hacia el otro (llegando en ocasiones extremas al denominado “síndrome de 
alienación parental”). En otros supuestos, circunstancias que concurren en los 
progenitores no custodios (por ejemplo, existencia de órdenes de alejamiento 
como medidas de protección18 hacia el custodio) son las que reclaman una 
intervención (neutral e imparcial) de estos servicios públicos, siempre dentro 
del ámbito de la correspondiente sentencia o resolución judicial. 

Los jueces, en estos supuestos, pueden hacer uso de su facultad de “deter-
minación del tiempo, modo y lugar en que se van a desarrollar las visitas”19 
(art. 94 CC) estableciendo al efecto la intervención de un Punto de Encuen-
tro Familiar como medida en orden a garantizar la seguridad y el bienestar 
de estos menores, temporalmente eso sí20, como cautela imprescindible para  

18.	 Art. 62 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género.

19.	 El art. 94 CC dispone que “El progenitor que no tenga consigo a los hijos menores o incapaci-
tados gozará del derecho de visitarlos, comunicar con ellos y tenerlos en su compañía” y que 
“El Juez determinará el tiempo, modo y lugar del ejercicio de este derecho, que podrá limitar 
o suspender si se dieren graves circunstancias que así lo aconsejen o se incumplieren grave 
o reiteradamente los deberes impuestos por la resolución judicial”. También en situaciones 
de crisis familiares podrá la autoridad judicial, tras la Ley 42/2003, de 21 de noviembre “… 
determinar, previa audiencia de los padres y de los abuelos, que deberán prestar su consenti-
miento, el derecho de comunicación y visita de los nietos con los abuelos… teniendo siempre 
presente el interés del menor”, ius visitandi regulado en el art. 160 CC.

20.	 La derivación a un Punto de Encuentro es una medida esencialmente transitoria, pues persigue 
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la salvaguarda de un interés que siempre es prevalente21 ( favor minoris, favor 
filii) al propio de cada uno de sus progenitores22. 

Ahora bien, los órganos judiciales, llegado el caso, son los únicos que 
podrían limitar o suspender este derecho de comunicación si se dieren circuns-
tancias “graves”, a juicio del juez, que lo aconsejaran o “se incumplieran grave o 
reiteradamente los deberes impuestos por la resolución judicial” (art. 94 CC). 

Señala el art. 776.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de aplicación directa 
en Navarra en cuanto norma procesal, que “el incumplimiento reiterado de las 
obligaciones derivadas del régimen de visitas, tanto por parte del progenitor 
guardador como del no guardador podrá dar lugar a la modificación del régi-
men de guarda y visitas”. No es suficiente, sin embargo, la mera constatación 
del incumplimiento del progenitor custodio (que incumpla de forma volun-
taria y reiterada, por ejemplo, el horario establecido para la entrega o puesta 
a disposición de los menores al no custodio en un Punto de Encuentro Fami-
liar o en su propio domicilio) o del no custodio (que entorpezca el adecuado 
ejercicio de un régimen amplio de visitas): es necesario que el cambio en la 
titularidad de la guarda redunde en beneficio del menor, por lo que la modi-
ficación deberá ser adoptada judicialmente por resolución motivada ad hoc 
que explicite las razones por la que se considera beneficioso el cambio (hacia 
un régimen de visitas más reducido o, por el contrario, más amplio, o incluso 
a la privación de la facultad de guarda), no operando nunca automáticamente 
ni por decisión, por muy fundada que parezca, de los profesionales que traba-
jan en estos servicios públicos.

la finalidad de conseguir la normalización de las relaciones de comunicación del menor con 
sus familiares. Por ello, resulta de especial importancia determinar en la resolución de deri-
vación el plazo máximo en que se utilizarán los servicios profesionales de estos centros, a fin 
de evitar la cronificación de casos y familias en unos recursos públicos ya de por sí colapsados 
y con largas listas de espera tras el auto o la sentencia judicial de derivación.

21.	 El art. 10 de la Ley Foral 6/2000, de 3 de julio, hace referencia expresa al beneficio de los 
hijos como criterio que ha de guiar al juez a la hora de adoptar las medidas oportunas 
en los casos de cese de la convivencia o disolución de la pareja, disponiendo la previa 
audiencia de aquéllos si tuvieren suficiente juicio o, en todo caso, cuando fueren mayores 
de doce años.

22.	 Aun cuando los progenitores (y los abuelos) son titulares del derecho a comunicarse con sus 
hijos menores de edad, se trata de un derecho-función que no tiene por finalidad satisfacer 
sus deseos y necesidades sino las de los mismos menores, que se concretan en unos vínculos 
afectivos de apego que son fundamentales para el desarrollo de la personalidad adulta.
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Dado que se considera generalmente beneficiosa la comunicación del 
menor con sus padres y abuelos, la norma es el ius visitandi23 en la extensión 
convencional (convenio regulador) o judicialmente fijada, siendo su limitación 
o suspensión la excepción, que solo puede darse en supuestos límite. Así por 
ejemplo, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Navarra de 19 de Junio de 
2009 declara procedente la suspensión de las visitas del progenitor no custo-
dio a su hijo, dada su “falta de interés e incumplimiento reiterado del sistema 
progresivo de comunicación establecido en la sentencia de divorcio, basado en 
la intermediación de un Punto de Encuentro, optándose por la suspensión del 
régimen de visitas, en base al mostrado desinterés del padre en estar con su hijo, 
… y ha incumplido reiterada y voluntariamente el mismo, no sólo no acudiendo 
al Punto de Encuentro sino no manteniendo comunicación alguna con su hijo. 
Por todo lo dicho, este juzgador debe suspender indefinidamente el régimen de 
visitas del padre con su hijo hasta tanto en cuanto no quede demostrado que 
existe real interés del mismo en estar con su hijo.” O como ya establecía la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 9 de julio de 2002, “este derecho sólo cede en 
caso de darse peligro concreto y real para la salud física o psíquica del menor”. 

El art. 158.4 CC, de igual aplicación directa en Navarra por su trascenden-
cia jurídico-procesal, es otro de los preceptos que otorga cobertura jurídico-ci-
vil a la derivación judicial de familias en crisis a Puntos de Encuentro Familiar. 
Al amparo de este precepto, cualquier juez (de familia, penal o civil) podrá 
adoptar “las disposiciones que considere oportunas, a fin de apartar al menor de 
un peligro o de evitarle perjuicios”, medidas que podrán acordarse “dentro de 

23.	 Este derecho-deber debe subordinarse, siempre y en todo caso, a la protección del interés 
del menor, de modo que, en caso de potencial colisión no cabe duda que prevalecería el 
de éste, pues, como dice la Sentencia de la Audiencia Provincial de Guadalajara de 4 de 
junio de 2006 “hay que partir de dos parámetros para la fijación de un régimen de estancia, 
visitas y comunicaciones en favor del cónyuge con el que no conviva los hijos y que es por un 
lado, la tiene función y finalidad que tiene, el fomentar un vínculo de confianza entre dicho 
progenitor y los hijos. (…) Desde luego es indubitado que la presencia del padre y la madre es 
fundamental para el crecimiento del hijo al ser soporte de las respectivas identidades, ello no 
implica que se olvide que el plan o régimen de visitas debe proteger los derechos del niño y del 
padre no custodio (configurándose como un derecho-deber) y tender a fomentar los vínculos 
afectivos con él para procurar así la formación integral que es espíritu y guía del ejercicio de 
la patria potestad” pues “el derecho de vistas del progenitor no custodio constituye no sólo 
un derecho sino también un deber cuya finalidad principal es la protección de los intereses 
del menor para cuya educación, formación y desarrollo resulta plenamente conveniente la 
relación fluida, amplia y habitual con ambos progenitores. En la regulación de esta materia 
ha de primar ante todo el interés de los menores sobre cualquier otro interés legítimo que 
pueda concurrir, de acuerdo con el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero (RCL 
1996\145) de Protección Jurídica del Menor. Y para limitar o suspender este derecho han de 
darse graves circunstancias que así lo aconsejen o incumplirse grave y reiteradamente los 
deberes impuestos por la resolución judicial, según el artículo 94 del Código Civil”.
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cualquier proceso civil o penal o bien en un procedimiento de jurisdicción volun-
taria” (v.gr. supuestos de alcoholismo, toxicomanía o enfermedades mentales 
de los progenitores, incoación de procedimientos judiciales de abusos sexua-
les hacia los menores, etc.). El art. 3, párr. 3º, de la L.O 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor ampara igualmente el papel de las Administra-
ciones Públicas en este ámbito, que se considera “de interés público”, al esta-
blecer que “garantizarán el respeto de los derechos de los menores y adecuarán 
sus actuaciones a la presente Ley y a la normativa internacional".

Queda claro por lo dicho hasta ahora que la intervención pública en estos 
casos no solo está legitimada sino que constituye un mandato para los poderes 
públicos cuando se constate la necesidad de proteger el beneficio de un menor. 
El art. 10 de la Ley Foral 6/2000, de 3 de julio hace referencia expresa al “bene-
ficio de los hijos” como criterio que ha de guiar al juez a la hora de adoptar las 
medidas oportunas en los casos de cese de la convivencia o disolución de la 
pareja, disponiendo la previa audiencia de aquéllos si tuvieren suficiente juicio 
o, en todo caso, cuando fueren mayores de doce años y la Ley Foral 3/2011, de 17 
de marzo, sobre custodia de los hijos en los casos de ruptura de la convivencia de 
los padres establece que la decisión sobre la custodia de los hijos menores debe 
atender “al interés superior de los mismos y a la igualdad de los progenitores, y 
facilitar el acuerdo de estos a través de la mediación familiar”(art. 1).

Ahora bien: ¿Cuál es o, mejor dicho, cómo se determina en un caso con-
creto este interés prevalente del menor?

La determinación en un caso concreto de este interés superior debe reali-
zarse atendiendo a diversos factores como su edad24, las relaciones afectivas 

24.	 La Sentencia de la Audiencia Provincial de Guadalajara de 4 de mayo de 2006 sienta de manera 
general los siguientes criterios de determinación judicial de un régimen de visitas, haciendo 
especial referencia a la influencia del desarrollo evolutivo de los menores en función de la 
edad: “…Salvo supuestos excepcionales (privación de la patria potestad, por ejemplo) habrá 
de fijarse un régimen de visitas…. Dicho régimen está sometido a fluctuaciones y cambios en 
función de la edad y el propio desarrollo afectivo del menor, así como en base al desarrollo de las 
relaciones entre el progenitor no custodio y el niño. Son muchos los estudios de orden psicológico 
sobre la forma y duración del referido régimen, estando generalmente admitido -y sólo, insisti-
mos, como parámetros generales- que en bebés hasta seis meses de edad es recomendable que 
las visitas sean frecuentes, de corta duración y en lugares cotidianos para el menor, no siendo 
recomendable por contra la estancia con el progenitor no custodio por la necesidad de mantener 
con la máxima estabilidad los hábitos de comida y sueño del niño. Cuando se trata de hijos en 
los primeros años de vida, …(hasta los dos-tres años de edad, como media) es imprescindible la 
proximidad y estabilidad afectuosa de uno de los progenitores (de ordinario la madre), pero el 
padre aparece como imprescindible para fomentar, entre otras cosas, la autonomía infantil, por 
lo que las visitas deben de ser también constantes y de algo más de duración pero procurando no 
romper la unidad del entorno del menor lo que otorga seguridad al mismo, lo que se consigue 
con la fijación de un tiempo no excesivamente amplio de estancia pero suficiente para que se 
produzca la identificación de la figura del padre (que es normalmente si bien no existe en prin-
cipio regla alguna que determine este pronunciamiento, el que no tiene la custodia) y del círculo 
espacial donde éste desarrolla su propia vida independiente de la del otro progenitor. ...".
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con sus progenitores25, el equilibrio psicológico de los mismos, etc. Si bien 
algunos de estos elementos son claramente objetivos (edad biológica del 
menor, trastornos de la personalidad o enfermedades en los progenitores, 
etc.) y, por ello, fácilmente verificables por el juez sin necesidad de auxilio, 
ocurre que otros sólo pueden constatarse observando el devenir diario de 
cada familia. Es en este punto donde despliegan toda la virtualidad los Pun-
tos de Encuentro como servicios de garantía y mejora del ejercicio del ius visi-
tandi, conectando el juzgado con el día a día de las visitas y comunicaciones, 
que de otro modo es inaccesible al juzgador. 

Para lograr que un juez de familia, penal o de violencia conozca los porme-
nores de un conflicto familiar, por su propia naturaleza privado o doméstico, 
precisa de dos tipos de intervenciones profesionales de auxilio o apoyo a su fun-
ción jurisdiccional: una valorativa y especializada (protagonizada por los equipos 
psicosociales de los juzgados) y otra también profesional y neutral pero pura-
mente “fáctica” (representada por los Puntos de Encuentro Familiar). Ambas son 
imprescindibles, pues coadyuvan al mismo fin, si bien cada una desde su propio 
ámbito de actuación. Así, la intervención de los profesionales de los Puntos de 
Encuentro, al observar el desarrollo de las visitas, o las entregas y recogidas, se 
plasma en la redacción de informes de carácter descriptivo (no valorativos) que 
se trasladan a la autoridad judicial26 garantizándose de este modo el derecho a 
la tutela judicial efectiva (art. 24 CE27) que es clave de bóveda en la arquitectura 

25.	 El Fundamento de Derecho Cuarto de la SAP de Valencia de 12 de julio de 2005 dice que 
“El derecho de visitas del progenitor no custodio constituye pues no sólo un derecho sino 
también un deber cuya finalidad principal es la protección de los intereses del menor para 
cuya educación, desarrollo y formación resulta necesaria una relación fluida, amplia y 
habitual con ambos progenitores. En la regulación de las cuestiones que afecten a menores 
es el interés de éstos el que ha de primar sobre cualquier otro interés legítimo que pueda con-
currir, como establece el art. 2 de la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor. Y siendo 
tan conveniente y necesario para los hijos el mantenimiento de una comunicación amplia 
y habitual con los padres, con ambos en igual medida hasta donde sea posible cuando los 
progenitores no conviven, las medidas de inflexibilidad, de limitación o de restricción tanto 
en el tiempo como en la forma de llevar a cabo la relación patemo-filial, solo deben adop-
tarse cuando concurran graves circunstancias que así lo aconsejen (art. 94 del Código Civil), 
que resulten debidamente acreditadas, y de las cuales pueda desprenderse un temor razona-
ble de que la comunicación normalizada, sin límites o prevenciones, pudiera constituir un 
riesgo o perjuicio para la adecuada formación, educación o salud física y mental del hijo. 
En el presente caso, no existe dato, elemento o indicio alguno en autos que permita cuestio-
nar la capacitación, del progenitor no custodio para ver más tiempo a sus hijos …”

26.	 “Informe de incidencias de visitas no realizadas”, “Informes de incidencias relevantes”, “cer-
tificados de incomparecencia” e “informes de observación”.

27.	 Para valorar el interés del menor en cada caso el órgano judicial, a la vista de los hechos 
y datos suministrados por los Puntos de Encuentro Familiar, cuenta con la ayuda de sus 
equipos psicosociales, integrados funcionalmente en la estructura judicial y garantes 
del derecho del justiciable a una resolución fundada en Derecho (art. 24 CE). De esta 
manera, los jueces aplican la norma jurídica de familia auxiliados por los profesionales 
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procesal y constitucional. Procesalmente, estos informes no pueden ser consi-
derados periciales (arts. 265.4, 335, 336, 339, 340 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil) pero sí tienen el valor de prueba documental (arts. 264 a 
272 LEC) que puede en ciertos casos servir, entre otros elementos de juicio, para 
la adopción de medidas de protección del menor o la modificación de las acor-
dadas en función de un cambio de circunstancias (aumentando, restringiendo o 
incluso suprimiendo las "visitas", por ejemplo). 

B. En supuestos de obstaculización o impedimentos de terceras personas  
al ejercicio del derecho de comunicación entre nietos y abuelos

Los Puntos de Encuentro resultan de importancia esencial en la garantía 
de los derechos de los abuelos a relacionarse con sus nietos, y viceversa. No 
debemos olvidar que el ius visitandi se extiende a las abuelas y abuelos de 
los menores. Los niños y niñas tienen también derecho a relacionarse con 
sus abuelos maternos y paternos cuando concurra alguna circunstancia que 
obstaculice o perturbe su pacífico ejercicio: la Exposición de Motivos de la 
Ley 42/2003, de 21 de noviembre, de modificación del Código Civil y de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil en materia de relaciones familiares de los nietos con los 
abuelos reconoce (más aún habida cuenta de la realidad sociológica actual), 
que los abuelos desempeñan un papel fundamental de cohesión y transmi-
sión de valores en la familia, pues “el ámbito familiar no se circunscribe úni-
camente a las relaciones paternofiliales que, aunque prioritarias, no pueden 
aislarse del resto de relaciones familiares. Tampoco se puede considerar que la 
mención residual del actual artículo 160 CC ponga suficientemente de mani-
fiesto la importancia de las relaciones de los abuelos con sus nietos28. 

que realizan exploraciones a los menores, emiten informes periciales carácter psicoló-
gico o psicosocial, etc. pero cuentan también desde fuera con el auxilio de estos servicios 
públicos en los que se realizan las visitas, o se mediatizan, y cuyos profesionales visuali-
zan, extraen, sintetizan y transmiten a los juzgados material fáctico de primera mano en 
orden a la adopción de medidas relativas al ius visitandi.

28.	 En situaciones de crisis familiar, la posición de neutralidad de ciertos abuelos es fundamental 
de cara a la estabilidad de los menores de edad. No estando inmersos en la hostilidad de las 
dinámicas conflictivas, su posición puede ser fundamental para contrarrestar o minimizar 
los efectos del enfrentamiento conyugal en los hijos. En palabras de la Exposición de Motivos 
de dicha Ley “… los abuelos, ordinariamente ajenos a las situaciones de ruptura matrimonial, 
pueden desempeñar un papel crucial para la estabilidad del menor. En este sentido, disponen 
de una autoridad moral y de una distancia con respecto a los problemas de la pareja que puede 
ayudar a los nietos a racionalizar situaciones de conflicto familiar, favoreciendo en este sentido 
su estabilidad y su desarrollo. Contrarrestar situaciones de hostilidad o enfrentamiento entre los 
progenitores y dotar al menor de referentes necesarios y seguros en su entorno son circunstan-
cias que pueden neutralizar los efectos negativos y traumáticos de una situación de crisis. Esta 
situación privilegiada, junto con la proximidad en el parentesco y su experiencia, distingue a los 
abuelos de otros parientes y allegados, que también pueden coadyuvar al mismo fin”.
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C. En situaciones de dificultad social o enfermedad de los progenitores  
que dificulten o impidan la normalidad de la comunicación con sus hijos

En tercer lugar, aún sin darse conflicto stricto sensu, la misma medida de 
derivación a un Punto de Encuentro puede adoptarse cuando concurran cir-
cunstancias (estar el progenitor en prisión cumpliendo una condena penal, o 
casos de alcoholismo, toxicomanía o enfermedad mental) que hacen que los 
progenitores “no tengan consigo a sus hijos menores o incapacitados”. Es decir, 
cuando concurran circunstancias difíciles en la evolución de la familia que 
exijan (transitoriamente) medidas adicionales de control, acompañamiento 
profesional, apoyo y seguridad, a juicio de la autoridad judicial. 

D. En situaciones de acogimiento familiar o residencial de menores, en orden a 
reanudar o mantener los vínculos afectivos con sus progenitores biológicos 
cuando ello convenga al interés del menor

Por último, en situaciones de acogimiento familiar o residencial29, los 
Puntos de Encuentro Familiar prestan un imprescindible auxilio a las auto-
ridades judiciales en orden a la garantía del favor minoris. En los casos de 
acogimiento lo esencial es que la inserción del menor en la propia familia 
redunde en su interés, pues esta medida está pensada en beneficio del niño o 
niña, no de sus progenitores (Sentencia de la Audiencia Provincial de Huesca 
de 18 de mayo de 1994). En estos casos, la derivación al Punto de Encuentro la 
efectúan los órganos administrativos competentes en materia de protección 
de menores, en orden a reanudar o mantener los vínculos afectivos entre los 
menores y los progenitores biológicos cuando convenga al interés del menor30, 
si bien en el marco de lo dispuesto por las autoridades judiciales.

Según el art. 68 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, referido a las 
modalidades del acogimiento, éste podrá adoptar las modalidades de fami-
liar o residencial, y atendiendo a su finalidad podrá ser simple, permanente y 
preadoptivo. El “criterio-brújula” es siempre el mismo: lo que sea más favora-
ble al beneficio del menor: favor minoris. 

29.	 Un menor es incluido en un programa de acogimiento simple cuando se produce una situa-
ción de crisis en la familia de origen que desencadena la separación, pero se prevé que ésta 
se recupere y, por tanto, se pueda producir la reunificación familiar. También se utiliza este 
tipo de acogimiento durante un periodo determinado de tiempo mientras se adopta una 
medida más estable para el menor. El acogimiento familiar permanente se realiza cuando no 
existe previsión de retorno del menor con su familia de origen y además las características 
de la situación hacen conveniente la integración estable y duradera en otra familia (SAP de 
Cádiz de 30 de junio de 2005 y SAP de Las Palmas de Gran Canaria de 30 de abril de 2007).

30.	 SAP de Tarragona de 29 de febrero de 2000.
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Así, para la aplicación de la medida de acogimiento, el órgano competente 
de la Administración de la Comunidad Foral aplicará los siguientes criterios31:

a. Favorecerá la permanencia del menor en su propio ambiente, procurando 
el acogimiento con la familia extensa, salvo que tal medida no resulte 
aconsejable para los intereses del menor.

b. Dará prioridad al acogimiento familiar sobre el residencial.

c. Facilitará las relaciones entre el menor y su familia natural para posibilitar 
su reintegración a la misma.

d. Intentará atribuir la guarda de todos los hermanos a un mismo acogedor.

e. El acogimiento se mantendrá por el tiempo estrictamente necesario, pro-
curando la integración del menor en el entorno social y la asistencia a los 
sistemas educativos, sanitarios y laborales.

f. Se procurará que la modalidad de acogimiento sea la más adecuada a las 
concretas necesidades del menor y que esté más próximo a su entorno 
familiar, a fin de que la relación entre éste y su familia no sufra excesivas 
alteraciones, salvo cuando no se considere conveniente este contacto.

El “personal especializado” a que hace referencia el art. 40 realizará, con el 
apoyo de los Servicios Sociales de Base, un seguimiento periódico, tanto de los 
acogimientos familiares como residenciales, en el que se evaluará y documen-
tará la situación y evolución del menor y de su familia biológica, y el funcio-
namiento del acogimiento. Asimismo realizarán intervenciones con la familia 
biológica para preparar el retorno del menor, “siempre que sea posible” (art. 70). 

En estas intervenciones es de capital importancia el auxilio que prestan 
los Puntos de Encuentro Familiar, en su vertiente tanto preventiva y protectora 
de los menores como en la de apoyo y protección de las familias.

31.	 En el ámbito del Código Civil se establece igualmente que tratándose del menor acogido 
“el derecho que a sus padres, abuelos y demás parientes corresponde para visitarle y rela-
cionarse con él, podrá ser regulado o suspendido por el juez”, atendidas las circunstancias 
concurrentes y de acuerdo con “el interés del menor “(arts. 161 CC, 172.4 CC).
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E. Otras funciones de promoción y ayuda a las familias

Además de las señaladas con carácter principal, en los "PEFS" se inten-
tan además acuerdos parciales y avances de cara a la normalización de las 
relaciones familiares a través de mediación familiar32. Más frecuentemente, 
se realizan intervenciones mediadoras informales entre las partes (general-
mente mediadas por el profesional de referencia de un caso, por vía telefónica 

32.	 La metodología de la mediación, regulada recientemente a nivel estatal mediante Real 
Decreto Ley de 2 de marzo de 2012 de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, que 
traspone la Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 
2008 sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, es una vía de 
resolución o gestión de los conflictos que resulta especialmente idónea en el ámbito de la 
familia por su carácter autocompositivo, al otorgar el protagonismo a las mismas partes a la 
hora de lograr acuerdos colaborativos con ayuda de un tercero profesional e imparcial y en 
el marco de un proceso confidencial, tanto extrajudicial como intrajudicial. 
La Ley Foral 3/2011, de 17 de marzo, sobre custodia de los hijos en los casos de ruptura de 
la convivencia de los padres establece en su art. 3 que “los padres podrán someter volunta-
riamente sus discrepancias a mediación familiar, con vistas a lograr un acuerdo. Asimismo, 
el juez podrá igualmente proponer una solución de mediación en caso de presentación de 
demanda judicial”, y que en cualquier caso “los acuerdos entre los padres obtenidos en la 
mediación familiar deberán documentarse para su aprobación en su caso por el juez”. A 
efectos de lo dispuesto en esta Ley Foral, el Gobierno de Navarra facilitará un servicio de 
mediación familiar público e imparcial para las partes (actualmente, Servicio de Mediación 
y Orientación Familiar).
La mayoría de Comunidades Autónomas españolas disponían ya a la fecha de promulgase 
esta norma de legislación reguladora de los servicios públicos y/o privados de mediación 
familiar: Ley 1/2001 de 15 de marzo de Mediación Familiar de Cataluña; Ley 4/2001 de 31 de 
mayo, Reguladora de Mediación Familiar en Galicia; Ley 7/2001 de 26 de noviembre, Regula-
dora de Mediación Familiar de la Comunidad Valenciana; Ley Canaria 15/2003, de 8 de abril 
de Mediación Familiar, reformada por la Ley 3/2005 de 23 de junio, para la modificación de 
la Ley 15/2003, de 8 de abril, de Mediación Familiar; Ley 1/2006, de 6 de abril, de Mediación 
familiar de Castilla y León; Ley 4/2005, de 24 de mayo, del Servicio Social Especializado de 
Mediación Familiar de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha; Ley 18/ 2006, de 22 
de noviembre, de Mediación Familiar de la Comunidad de las Islas Baleares; Ley 3/2007 de 
23 de mayo del Principado de Asturias,; Ley 1/2007, de 21 de febrero de la Comunidad Autó-
noma de Madrid; Ley Foral 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar del País Vasco; Ley 
1/2009, de 27 de febrero, reguladora de la Mediación Familiar en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía; Ley 9/2011, de 24 de marzo, de Mediación Familiar de Aragón y Ley 1/ 2011, de 
28 de marzo de Mediación Familiar en Cantabria. 
Luquin Bergareche. Acerca de la necesidad de una Ley estatal de mediación familiar en 
España, Aranzadi-Thomson, Revista de Jurisprudencia, nº 3, junio de 2.006; Alternativas a 
la judicialización de conflictos: la Mediación. Síntesis y valoraciones sistematizadas al cues-
tionario presentado a los participantes en la Experiencia Piloto de Mediación Intrajudicial. 
Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder Judicial, 2006, pp. 283-
413.; La Mediación Civil y Penal. Un año de experiencia. Teoría y Práctica de la Mediación 
Intrajudicial en España: algunos factores de eficacia de la mediación en conflictos familiares, 
Estudios de Derecho Judicial. Centro de Documentación Judicial del Consejo General del 
Poder Judicial, 2007, pp. 13-63 y Teoría y Práctica de la Mediación familiar intrajudicial y 
extrajudicial en España, Thomson Civitas, 2007.
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y sin presencia simultánea de las partes, o mediante entrevistas o caucus 
individuales), en el convencimiento de que los progenitores implicados en el 
conflicto son los mejores conocedores de sus necesidades, intereses, deseos y 
expectativas, siempre, claro está, dentro del respeto a la ley y al cumplimiento 
estricto de las resoluciones judiciales. 

En España, algunas Comunidades Autónomas33 han regulado ya estos 
servicios públicos de atención a la Familia en crisis de forma detallada, en 
el marco de las competencias autonómicas de protección del menor y de la 
infancia y adolescencia, abordando su finalidad, objetivos, funciones, orga-
nización, funcionamiento y procedimientos de derivación, así como los dere-
chos y deberes de los usuarios y los de los profesionales. En Navarra rige en 
estas materias con carácter general la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, 
cuyos preceptos son trasladables a los Puntos de Encuentro por su carácter de 
servicios públicos incardinados en la Administración Foral.

La normativa autonómica española existente está, sin embargo, muy lejos de 
acoger un modelo uniforme de intervención pública en estos servicios y un pro-
cedimiento único de derivación que sea aplicable a todo el territorio nacional. 

En una materia tan delicada y de indudable interés público, cuestiones tan 
importantes tales como la forma y contenido de la resolución de derivación, 
las relaciones de coordinación de estos servicios con la autoridad judicial y 
otros servicios administrativos e incluso policiales, los límites y excepciones 
a su actuación, la competencia de sus profesionales, los derechos y deberes de 
técnicos y usuarios, etc., entiendo no deberían aparecen reguladas de forma 
diferente a nivel autonómico, sino que sería conveniente que una norma esta-
tal unificase criterios tanto en el orden procesal como sustantivo.

Navarra carece aún de normativa legal o reglamentaria específica regula-
dora de estos servicios, pero los Puntos de Encuentro están previstos ya desde 

33.	 A fecha de hoy contamos con las siguientes normas legales o reglamentarias de ámbito 
autonómico:
- Decreto 93/2005, de 2 de Septiembre, de los Puntos de Encuentro Familiar en el Principado 

de Asturias.
- Decreto 2/2007, de 26 de Enero, por el que se regulan los Puntos de Encuentro Familiar en 

La Rioja.
- Decreto 124/2008, de 1 de julio, regulador de los Puntos de Encuentro Familiar por deri-

vación judicial en la Comunidad Autónoma del País Vasco (modificado por Decreto 
239/2011, de 22 de noviembre).

- Ley 13/2008, de 8 de octubre, de la Generalitat, reguladora de los Puntos de Encuentro 
Familiar de la Comunitat Valenciana.

- Decreto 9/2009, de 15 de enero, por el que se regulan los Puntos de Encuentro Familiar en 
Galicia.

- Decreto 357/2011, de 21 de junio, de los Servicios Técnicos de Punto de Encuentro de Cata-
lunya.
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el año 2002 como servicio público gratuito de apoyo a las familias, y los Juz-
gados de Navarra derivan desde hace más de una década a los mismos y son 
pioneros en el desarrollo de programas de mediación familiar intrajudicial, 
avalados desde el Consejo General del Poder Judicial, y en el avance y pro-
greso de estos servicios de atención a las familias en crisis. 

III. ORIGEN, EVOLUCIóN Y MARCO NORMATIVO 
ESPECÍFICO REGULADOR DE LOS PUNTOS  
DE ENCUENTRO FAMILIAR DE NAVARRA

El primer Punto de Encuentro Familiar34 de la Comunidad Foral comienza 
a funcionar en Pamplona en mayo de 2002 con el propósito de acompañar a 
los menores en las relaciones con sus progenitores difíciles por algún motivo 
abordando la intervención con la familia a través de un equipo multidiscipli-
nar integrado por tres profesionales: dos mediadores familiares y un psicó-
logo. En septiembre de 2004, debido al volumen de casos y la demanda social 
existente, se ve necesario ampliar el horario de atención de este recurso, lo 
que lleva a la incorporación de nuevos profesionales al servicio. En el año 
2006, en base al desbordamiento de casos derivados, desde la Administra-
ción se pone en funcionamiento un segundo Punto de Encuentro en la capital 
navarra, que es gestionado por la misma asociación sin ánimo de lucro adju-
dicataria de la gestión del servicio en concurso público.

En diciembre de 2009, con la finalidad de facilitar la realización de las visi-
tas e intercambios de niños y niñas de familias residentes en municipios de la 
Ribera, distante geográficamente de Pamplona, se pone en marcha el tercer 
Punto de Encuentro de la Comunidad Foral con sede en Tudela, que actúa de 
forma coordinada y con arreglo a los mismos principios de actuación.

34.	 Si bien desde marzo de 1996, la Asociación (hoy Fundación) Xilema venía gestionando 
el Centro de Observación y Acogida (COA) para menores, que acoge a menores en situa-
ción legal de desamparo. Durante la estancia en el centro, los niños y niñas mantienen 
el contacto con sus progenitores u otros familiares a través de visitas que se realizan en 
el mismo centro. Asimismo se comenzó a realizar visitas entre los niños que estaban en 
acogimiento familiar y sus familias biológicas. También en ese espacio, y con apoyo de 
profesionales de la Sección de Infancia del entonces Departamento de Bienestar Social del 
Gobierno de Navarra, se ensayaron algunas experiencias de control de las visitas en casos 
de conflictividad familiar post-ruptura muy elevada, con la finalidad de proporcionar la 
necesaria seguridad y estabilidad a los menores.



Raquel Luquin Bergareche Los puntos de encuentro familiar de Navarra...

83
Revista Jurídica de Navarra

ISSN: 0213-5795. Julio-Diciembre 2011. Nº 52. Páginas 51-106

Los tres Puntos de Encuentro Familiar que existen en Navarra atendieron 
hasta octubre de 2011 un total de 213 casos, con 514 adultos y 304 menores 
implicados. Desde su puesta en funcionamiento hasta la actualidad el número 
de personas que han recurrido a estos servicios ha ido en aumento, pues si 
comenzaron en 2002 con veinte casos, en 2010 se alcanzaron los 229, siendo 
un 75% de los casos derivados por las autoridades judiciales, y el resto por los 
órganos administrativos competentes en materia de protección de menores35.

Como hemos visto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44, números 
17º, 18º y 23º de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, la Comunidad Foral ostenta 
competencia exclusiva en materia de “asistencia social, política infantil y 
juvenil, y de instituciones y establecimientos públicos de protección y tutela 
de menores y de reinserción social”, así como competencia exclusiva “en 
materia de derecho civil foral” según lo dispuesto en el artículo 48 de la citada 
Ley Orgánica 13/1982, de 19 de agosto36.

Según recuerda la misma Exposición de Motivos de la Ley Foral 15/2005, 
de 5 de diciembre, de Promoción, Atención y Protección a la Infancia y a la 
Adolescencia en relación con la competencia para elaborar una legislación 
específica de Atención Integral al Menor que recoja y regule instituciones de 
Derecho Civil, se puede señalar que "el desarrollo del Fuero Nuevo no encuen-
tra más límites, además de los previstos en la Constitución, que los derivados 
del propio objeto a desarrollar, de sus instituciones y de sus principios informa-
dores en cuanto sistemas jurídicos autónomos de raíz histórica". 

Es así claro, como dispone la LORAFNA, que la Comunidad Foral de Nava-
rra ostenta competencia exclusiva en materia de Derecho Civil Foral, por lo que 
el Parlamento Foral puede elaborar disposiciones legales de carácter civil, siem-
pre y cuando respete las competencias exclusivas del Estado en la materia. 

En el epígrafe primero de este trabajo nos hemos referido a la fundamen-
tación normativa de este tipo de servicios públicos de auxilio a los órganos 
jurisdiccionales en orden a la salvaguarda del interés de los menores, tanto en 
el Código Civil como en la legislación foral navarra, por lo que nos remitimos 
en este punto a lo dispuesto ut supra. 

35.	 Por nacionalidades, el mayor porcentaje (78,7 %) son españoles, seguidos de países sud-
americanos (15,4 %) y a mayor distancia africanos (3,68 %) y nacionales de otros países 
europeos (1,96 %).

36.	 Mediante los Reales Decretos 1702/1985, de 1 de agosto, 1775/1985, de 1 de agosto, 
274/1986, de 24 de enero y 1681/1990, de 28 de diciembre, se traspasaron a la Comunidad 
Foral de Navarra las funciones y servicios del Estado en materia de asistencia y servicios 
sociales, en materia de protección de menores y en materia de fundaciones benéfico asis-
tenciales, así como las funciones y servicios del Instituto Nacional de Servicios Sociales.
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Corresponde abordar en este epígrafe las normas navarras que específi-
camente se refieren a este servicio público y regulan aspectos concretos de su 
organización, competencias y funcionamiento. 

La Comunidad Foral de Navarra optó por clasificar el servicio de Punto 
de Encuentro Familiar junto con el de Centro de Día Infantil y Juvenil en la 
Orden Foral 18/2002, de 20 de febrero dotando así a este servicio público de 
un marco normativo, si bien mínimo37. La regulación del Punto de Encuen-
tro Familiar se desarrolla en el Anexo del Decreto y contempla únicamente 
aspectos concretos como la definición del recurso, la tipología de personas 
y familias usuarias del mismo, los servicios que presta, la cualificación exi-
gida a sus profesionales y las condiciones específicas relativas a los locales y 
medios materiales de obligada disposición en estos centros38.

Se define (art. 1.6) el “Punto de Encuentro Familiar” como el “espacio o 
lugar idóneo y neutral donde poder realizar visitas o encuentros de una familia 
en crisis, atendidos por profesionales debidamente formados”.

Se establece que son usuarios del servicio los siguientes:

1. Familias que durante y después del proceso de separación tienen conflicto 
o dificultad para mantener la relación entre los hijos menores y ambos 
padres.

2. Padre/madre que no ostenta la guarda, sin vivienda en la ciudad o que 
ésta no reúna las debidas condiciones, que viva en pensiones, que existan 
miembros desaconsejables en la familia extensa, etc.

3. Padre/madre que no ostenta la guarda y custodia, con algún tipo de enfer-
medad, sin habilidades en la crianza o cuando las circunstancias perso-
nales aconsejen la supervisión de esos encuentros.

4. Familias en las que existe oposición o bloqueo por parte del progenitor 
que tiene la guarda y custodia al régimen de visitas.

37.	 La necesidad de contemplar como nuevo servicio el "Punto de Encuentro Familiar" y los 
Centros de Día Infantiles y Juveniles; por no poder asimilarlos a ninguno de los ya con-
templados en las normas existentes, obliga a proceder a la clasificación individualizada de 
los mismos en los términos previstos en el artículo 4 del Decreto Foral 209/1991, de 23 de 
mayo, sobre el régimen de autorizaciones, infracciones y sanciones en materia de Servicios 
Sociales, según el cual aquellos Centros o servicios que no se hallen contemplados en el 
Anexo y que no puedan asimilarse a ninguno de ellos serán objeto de clasificación indivi-
dualizada, que determinará el Consejero de Bienestar Social mediante Orden Foral.

38.	 En su Anexo se desarrolla el "Capítulo II.-Clasificación de Servicios y Centros", del Anexo 
del Decreto Foral 209/1991, de 23 de mayo, añadiéndose el punto 1.6, que define el Punto de 
Encuentro por primera vez como espacio o lugar idóneo y neutral donde poder realizar visitas 
o encuentros de una familia en crisis, atendidos por profesionales debidamente formados.
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5. Menores que se niegan a relacionarse con el progenitor que no ejerce la 
guarda y custodia.

6. Menores que se encuentran separados de sus progenitores con medida de 
protección de acogimiento en familia extensa o ajena, tanto en procedi-
mientos judiciales como administrativos. 

Se regulan como servicios prestados por el Punto de Encuentro Familiar:

a) La recogida y entrega del menor.

b) Las visitas tuteladas.

c) La recogida y entrega del menor con posibilidad de permanencia en el 
Punto de Encuentro Familiar.

Se regulan también las condiciones materiales que deben reunir estos 
servicios y los requisitos de cualificación de su personal técnico. En lo que se 
refiere al capítulo de personal, se dice que “serán necesarias las figuras profe-
sionales de Psicólogo y Técnico de Grado Medio”. Como condiciones específi-
cas se dispone que “el Centro contará con espacios para realizar las entrevistas 
y tareas propias de administración equipada con los recursos materiales nece-
sarios para la realización de dichas tareas (ordenador, teléfono, fax etc.) y 2 
salas donde realizar los encuentros e intercambios y el cumplimiento de las 
visitas supervisadas”. Estas salas “contarán con una mesa amplia, sillas y un 
espacio para jugar, también se dispondrá de material de juego mínimo” para 
efectuarse en ellas las visitas de los progenitores con sus hijos menores.

Posteriormente, la Ley Foral 22/2002, de 2 de julio, para la adopción de 
medidas integrales contra la violencia sexista, en la medida que pretende la 
adopción de medidas integrales para la sensibilización, prevención y erra-
dicación de la violencia sexista39 así como la protección y asistencia a las víc-
timas de agresiones físicas y psicológicas, se refiere en su art. 11 a los Puntos 
de Encuentro familiar como “lugares” idóneos en los que poder llevarse a 
cabo el ejercicio del ius visitandi de menores de familias con antecedentes 
de violencia en la pareja. En este sentido se dispone que “El Departamento u 
Organismo competente en materia de igualdad de oportunidades de la mujer 
facilitará lugares o Puntos de Encuentro, en los que llevar a cabo las visitas 
de padres y madres a menores en los casos de nulidad, separación y divorcio 
con antecedentes de violencia en la pareja. Dichos Puntos de Encuentro serán 

39.	 A estos efectos la Ley Foral entiende por violencia sexista o de género todo acto de violen-
cia o agresión, basado en la superioridad de un sexo sobre otro, que tenga o pueda tener 
como consecuencia daño físico, sexual o psicológico, incluida la amenaza de tales actos y 
la coacción o privación arbitraria de libertad, tanto si ocurren en público como en la vida 
familiar o privada.
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atendidos por el personal especializado que emitirá los informes que procedan 
a la autoridad judicial”.

Llama la atención que no se contemplen en esta norma (que es posterior 
a la Ley Foral 6/2000, para la Igualdad de las Parejas Estables), junto con los 
supuestos de nulidad, separación y divorcio de las parejas matrimoniales, los 
casos de ruptura de parejas (estables o de hecho) con hijos menores, en las 
que puede haber habido también violencia sexista (u otras circunstancias que 
obstaculicen o impidan el normal desarrollo de las comunicaciones) y por ello 
precisarse la intervención de estos recursos a la hora de garantizar la seguri-
dad de las visitas y las entregas y recogidas de menores. En cualquier caso, la 
equiparación constitucional de los hijos matrimoniales y los no matrimonia-
les (art. 39 CE) tiene su reflejo igualmente en el Derecho Civil Foral de Navarra 
(Ley 68 FN y art. 2 de la Ley Foral 6/2002 para la Igualdad Jurídica de Parejas 
Estables), y en todo caso la normativa anterior, la práctica jurisprudencial y 
la misma actuación de estos servicios públicos avalaba su intervención con 
familias y menores con independencia del origen de la filiación.

Con el tiempo, estas medidas de prevención de la violencia sexista y la 
protección de las víctimas previstas en la Ley Foral 22/2002, de 2 de julio, se 
muestran insuficientes para regular todos y cada uno de los aspectos relacio-
nados con este tipo de violencia, cada vez más frecuente. Por ello, se aprueba 
la Ley Foral 12/2003, de 7 de marzo, de modificación de la Ley Foral 22/2002, 
de 2 de julio, para la adopción de medidas integrales contra la violencia sexista, 
que en su Artículo único fija como objetivo de la norma “establecer mecanis-
mos para la reeducación y reinserción social de los agresores”, los cuales inclui-
rán, las actuaciones llevadas a cabo “para la readaptación de las personas 
agresoras”. Su art. 12 ter se refiere a la mediación familiar40, metodología auto-
compositiva de gestión de conflictos familiares mejor adaptada, desde luego, 
a situaciones de simetría de poder negociador entre las partes implicadas en 
un conflicto de pareja, pero que permite conseguir avances (incluso acuerdos 

40.	 Luquin Bergareche. “Acerca de la necesidad de una Ley estatal de mediación familiar en 
España”, Aranzadi-Thomson, Revista de Jurisprudencia, nº 3, junio de 2.006; “Alternativas 
a la judicialización de conflictos: la Mediación. Síntesis y valoraciones sistematizadas al 
cuestionario presentado a los participantes en la Experiencia Piloto de Mediación Intraju-
dicial” Estudios de Derecho Judicial. Centro de Documentación Judicial (CENDOJ). Con-
sejo General del Poder Judicial, 2006, pp. 283-413.; “La Mediación Civil y Penal. Un año 
de experiencia. Teoría y Práctica de la Mediación Intrajudicial en España: algunos factores 
de eficacia de la mediación en conflictos familiares”, Estudios de Derecho Judicial. Centro 
de Documentación Judicial (CENDOJ) del Consejo General del Poder Judicial, 2007, pp. 
13-63; Teoría y Práctica de la Mediación familiar intrajudicial y extrajudicial en España, 
Editorial Thomson Civitas, 2007.
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parciales) en el ámbito de las relaciones de parentalidad tras conflictos de 
nulidad, separación, divorcio o ruptura de la pareja con hijos41. Así, se dis-
pone que 

“1. El Departamento competente en materia de familia ofrecerá gratuita-
mente programas de mediación para la solución de los conflictos familiares que 
puedan surgir en situaciones de crisis matrimonial o ruptura de pareja.

2. Por mediación familiar se entenderá, a estos efectos, la actuación de espe-
cialistas en los ámbitos psico-socio-familiar y jurídico, dirigida a la búsqueda de 
puntos de acuerdo en los aspectos relacionados con la separación, divorcio o nuli-
dad matrimonial o ruptura de la unión de pareja, al objeto de evitar potenciales 
conflictos o desavenencias entre las partes."

Pero es la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre de Promoción, Atención y 
Protección a la Infancia y a la Adolescencia la norma navarra que por primera 
vez regula los Puntos de Encuentro como Servicio Social de apoyo a la Fami-
lia en crisis, a través de la dotación pública de un espacio neutral (más allá 
de la espacialidad física), de seguridad, estabilidad, y estructuración afectiva 
tanto para los menores como para sus progenitores y familiares. En su art. 
44 se hace referencia al conflicto abierto y permanente de los progenitores, 
separados o no, cuando anteponen sus necesidades a las del niño o la niña, 
y prevé la mediación familiar y los Puntos de Encuentro como beneficiosos 
para preservar y mejorar las relaciones familiares. En estos casos: 

“Los menores tienen derecho a vivir con sus padres y madres, salvo en aque-
llos casos en los que la separación resulte necesaria, en conformidad con lo dis-
puesto en el ordenamiento jurídico vigente. Asimismo, tiene derecho a convivir 
y relacionarse con otros parientes y allegados, en la forma establecida en el 
artículo 160 del Código Civil y, en particular, con los abuelos. 

En caso de no convivir con su padre, con su madre o con ninguno de ellos, 
los menores tienen derecho a mantenerse en contacto con los mismos, en los 
términos y con los límites previstos en el ordenamiento jurídico vigente.

En relación con lo anterior, y con el fin de favorecer el recurso a una vía 
alternativa de resolución de conflictos familiares, la Administración de la 
Comunidad Foral de Navarra regulará y promoverá la mediación familiar. Asi-
mismo, impulsará la creación de Puntos de Encuentro que permitan preservar 

41.	 Alzate, R. y Merino, C. "Principios éticos y Código de conducta para personas y entida-
des mediadoras". Revista Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, nº 33, 2011. 
Merino, C. y Morcillo, J. "Regulación de la Mediación Familiar en España. Estado de la 
cuestión a la luz del Proyecto de Ley de Mediación. Reflexiones sobre las posibilidades de 
mediar y sus límites". En REDUR. Revista de Derecho Universidad de La Rioja, número 
9-diciembre de 2011. 
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la relación entre padres y madres e hijos/as en aquellos supuestos en los que las 
circunstancias aconsejen la supervisión de la vista, o en los que se estime que la 
neutralidad del punto de encuentro pueda facilitar la relación”.

Esta regulación citada, y sobre todo la general en materia de protección de 
menores residentes en la Comunidad Foral contenida en la Ley Foral 15/2005, 
de 5 de diciembre, de promoción, atención y protección a la infancia y a la 
adolescencia indica el grado de detalle al que ha descendido la normativa 
navarra en la búsqueda de esa protección y promoción del menor. Sin per-
juicio de ello, es necesaria la elaboración de una norma especial, mejor de 
rango legal que reglamentario, relativa a los Puntos de Encuentro de Nava-
rra en la que se aborden jurídicamente cuestiones, tanto de fondo como pro-
cedimentales, relativas al servicio mismo, sus instalaciones, organización y 
funcionamiento, como a sus competencias, cualificación y formación de sus 
profesionales, relaciones de colaboración y coordinación con otros órganos y 
con las autoridades judiciales, y derechos y deberes de los técnicos así como 
de los mismos usuarios y beneficiarios.

IV. LA GARANTÍA DEL IUS VISITANDI DE LOS 
MENORES EN PUNTOS DE ENCUENTRO: PRINCIPIOS, 
FACULTADES Y LÍMITES DE LA INTERVENCIÓN 
PÚBLICA CON FAMILIAS EN CONFLICTO

1. Principios

Los Puntos de Encuentro de Navarra, como servicios públicos sometidos 
a la Ley Foral 15/2005, de 15 de diciembre, garantizan el cumplimiento de los 
siguientes principios de actuación:

A. Garantía del interés superior del menor

En caso de conflicto con cualquier otro interés concurrente de progenitores 
o familiares, se da siempre prioridad la seguridad y el bienestar de los meno-
res. El principio de legalidad (art. 24 CE) y el sometimiento a lo dispuesto por 
la autoridad judicial en esta materia es fundamental, máxime cuando se trata 
de intervención pública en un ámbito privado tan íntimo y delicado para las 
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personas cual es el familiar. Sin embargo, el necesario ajuste de la intervención 
con familias a lo dispuesto por el juez, quien a su vez aplica la ley (art. 117.1 CE), 
puede y debe conjugarse con la necesaria flexibilidad y autonomía que precisan 
estos servicios para actuar de forma profesional, individualizada y, por ende, 
eficiente con cada familia, mirando a lo que sea más favorable a los menores42. 

B. Neutralidad

Entendida como no vinculación de las asociaciones y profesionales que ges-
tionan estos servicios a ideologías, partidos políticos, asociaciones religiosas 
que pudiera comprometer en su actuación la neutralidad o imparcialidad de 
sus profesionales o interferir de algún modo en el desarrollo de sus funciones.

C. Imparcialidad 

La intervención con familias se realiza en el Punto de Encuentro con obje-
tividad y equidistancia, no tomando partido por ninguna de las partes impli-
cadas en un conflicto familiar. A estos efectos, se entendería comprometida 
la imparcialidad cuando haya predisposición del profesional hacia una u otra 
de las partes involucradas en un conflicto, siempre que esta predisposición 
personal o prejuicio pueda probarse por quien lo alegue. 

42.	 Así, la Conclusión II.1 del Documento-Marco sobre Puntos de Encuentro Familiar elabo-
rado en el seno de las VI Jornadas Nacionales de Magistrados, Jueces de Familia, Fiscales y 
Secretarios Judiciales celebradas en Valencia los días 26 a 28 de octubre de 2009 recomienda 
“otorgar a los Puntos de Encuentro cierta autonomía a la hora de modular el régimen de visi-
tas establecido en la resolución judicial, sin alterar su contenido sustancial”, recomendando 
que estos servicios públicos “puedan ejecutar inmediatamente variaciones no sustanciales 
del régimen de visitas establecido en la resolución judicial, cuando dichas modificaciones obe-
dezcan a un acuerdo entre ambos padres o supongan una ampliación del régimen de visitas, 
sin necesidad de contar para ello con la autorización previa del órgano judicial”. En estos 
casos, el Punto de Encuentro “deberá poner inmediatamente en conocimiento del Juzgado 
que corresponda la modificación efectuada y las razones para ello, debiendo éste ratificar o 
no, en su caso, la variación efectuada, pero esta facultad no podrá tener lugar en supuestos 
de violencia doméstica, en los que se deberá recabar en todo caso la autorización previa del 
Juzgado”. Se establece asimismo que “nunca se podrá variar el tipo de intervención (visitas 
tuteladas, no tuteladas, simple seguimiento de las entregas y recogidas, etc.) ni reducir o sus-
pender las visitas sin previa autorización judicial”.
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D. Confidencialidad43

No deberán comunicarse, divulgarse o publicarse de ninguna otra forma 
los datos individuales y familiares, de naturaleza personal o patrimonial, 
obtenidos a través de un Punto de Encuentro Familiar, con la única excepción 
de los solicitados por el órgano derivante, o cuando sea necesario en orden a 
la protección de otros derechos e intereses en los casos previstos por las leyes. 
Entendemos que, de la misma manera, tampoco podrán divulgarse públi-
camente las manifestaciones de voluntad, de juicio, de conocimiento o de 
deseo ni las expresiones de sentimientos, afectos, intenciones o expectativas 
efectuadas por los usuarios o por los beneficiarios44 de estos servicios a sus 
profesionales, tanto vertidas dentro como fuera de sus instalaciones.

E. Gratuidad

El Punto de Encuentro Familiar es un servicio público y gratuito para los 
usuarios del mismo, por lo que no se podría exigir ni satisfacer contrapresta-
ción alguna por los servicios prestados. Los intereses públicos comprometi-
dos, al tratarse de la protección de menores de edad, hacen que la gratuidad y 
la universalidad sean esenciales, haciendo jurídicamente inviable, salvo que 
se modifique la normativa, la implantación de fórmulas de financiación pri-
vada o de cofinanciación (copago).

F. Subsidiariedad

Este principio reviste una especial relevancia al intervenir los Puntos de 
Encuentro en el ámbito privado de las familias. Un Punto de Encuentro es un 
recurso subsidiario, una última ratio, establecida en casos límite en que no hay 
otra fórmula de garantizar el derecho del menor a comunicarse con sus proge-
nitores de forma normalizada y sin interferencias o influencias perjudiciales. 
Según el art. 15 de la Ley Foral 15/2005, de 15 de diciembre, “ La actuación de 
las Administraciones Públicas de Navarra tendrá carácter subsidiario respecto 

43.	 Según el art. 3 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, las actuaciones de atención a los 
menores que realicen las Administraciones Públicas de Navarra, se ajustarán a los prin-
cipios de: “i) La confidencialidad de las actuaciones que se realicen en interés y defensa del 
menor” y “j) La objetividad, imparcialidad y seguridad jurídica en la actuación protectora, 
garantizando el carácter colegiado e interdisciplinar en la adopción de medidas”.

44.	 Así se dispone como derecho de los menores beneficiarios en el art. 39 de la Ley Foral 
15/2005, de 5 de diciembre “…j) A la total confidencialidad y reserva acerca de sus circuns-
tancias personales y las de su familia, salvo en lo estrictamente necesario para asegurar una 
intervención eficaz y siempre en su interés”.
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de la que corresponde a los padres, tutores o guardadores, como responsables de 
asegurar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida necesarias para el 
desarrollo integral del menor”.

G. Transitoriedad o temporalidad

Los Puntos de Encuentro son recursos transitorios, y por ello tempora-
les45 en cuanto destinados a un fin, cumplido el cual dejan de tener sentido 
e incluso su intervención puede llegar a cronificarse, resultando perjudicial. 
Estando orientados a la normalización de las comunicaciones entre los pro-
genitores y otros familiares y los menores de edad, conseguido este objetivo 
decae la necesidad de su actuación, de ahí la necesidad de señalar un límite 
temporal o un criterio objetivo que permita deslindar cuando se han cum-
plido (o no pueden cumplirse ya) los fines que motivaron su intervención. 
Una de las funciones que cumplen los Puntos de Encuentro de Navarra es, por 
ello, promover la adquisición o recuperación de las capacidades y habilidades 
en los usuarios en orden al abandono de los mismos por desaparición de la 
causa que motivó la derivación46. 

H. Profesionalidad

Se trata de servicios públicos, financiados por la Administración Pública 
autonómica y que cumplen una evidente función de interés público, por lo que 
la garantía de la profesionalidad en las personas que trabajan en ellos es de 
capital importancia. En el Anexo a la Orden Foral 18/2002, de 20 de febrero, en lo 
que se refiere al capítulo de personal, se regula que “serán necesarias las figuras 
profesionales de Psicólogo y Técnico de Grado Medio”. A la fecha, los Técnicos en 
Intervención de los Puntos de Encuentro Familiar de Navarra son Titulados en 
las especialidades de Psicología, Psicopedagogía, Derecho, Pedagogía, Trabajo 
Social, o en cualquier otra especialidad directamente relacionada con la Fami-
lia y los Menores, con experiencia probada en este ámbito y formación comple-
mentaria homologada en Mediación Familiar o Terapia Familiar. 

45.	 Como excepciones a la temporalización podrían citarse la existencia de una orden de ale-
jamiento de una parte hacia la otra (maltrato físico o psicológico o sospecha de abusos).

46.	 En este punto las normas autonómicas no son coincidentes. No parece razonable fijar en 
todos los casos un tiempo máximo de un año (como el Decreto regulador de los Puntos de 
Encuentro del País Vasco) para las intervenciones profesionales en estos recursos, aunque 
es conveniente fijar un plazo máximo ex ante (parecería más que suficiente dos años) con 
vistas a evitar que determinados casos se cronifiquen.
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Los profesionales de los tres Puntos de Encuentro de Navarra se sujetan, 
como no podía ser de otro modo, a los criterios técnicos y deontológicos pro-
pios de su profesión de origen47 (Psicología, Trabajo Social, Mediación, etc.). 
A mi juicio, una futura ley de ámbito autonómico (e incluso de armonización 
estatal) reguladora de estos servicios debería exigir como cualificación profe-
sional a los técnicos de estos servicios, además de una titulación universitaria 
de Grado o equivalente en el nuevo EEES, formación y experiencia acreditada 
en técnicas y habilidades de Mediación así como formación especializada en 
Violencia de Género e Igualdad, con el fin de poder detectar los casos en que 
los menores, e incluso los progenitores (en su mayoría, madres) pudieran 
hallarse en situaciones de riesgo.

I. Territorialidad 

Según el art. 2 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, “Las medidas 
contempladas (…) serán de aplicación a todos los menores de edad que tengan 
su domicilio o se encuentren transitoriamente en el territorio de la Comunidad 
Foral de Navarra, sin perjuicio de las facultades que pudieran corresponder a 
otras administraciones”. 

2. Competencias

Las facultades en cada caso de actuación de un Punto de Encuentro Fami-
liar dependerán de la modalidad de intervención o régimen de visitas pres-
crito por la entidad derivante en función de las circunstancias de cada caso. 
Con carácter general, podemos hablar de las siguientes modalidades de ejer-
cicio del ius visitandi en los Puntos de Encuentro de Navarra:

a. “Entregas y recogidas”. La comunicación de los progenitores con el 
menor se realiza fuera de las instalaciones del servicio pero la entrega y reco-
gida, en los términos establecidos por la resolución de derivación (sentencia 
o auto judicial), debe realizarse en estos espacios, bajo supervisión y con la 
intermediación de un profesional48, denominado en algunas normas autonó-
micas “profesional de referencia” para cada familia. 

47.	 En el último encuentro de Jueces y Magistrados, Fiscales y otros profesionales relaciona-
dos con los Puntos de Encuentro Familiar (Valencia, 2008) a instancia de la CEPEF se pos-
tula la necesidad de que los Puntos de Encuentro cuenten “como mínimo con un Psicólogo, 
un Trabajador Social, un Educador y un Abogado” (Conclusión I. 6ª).

48.	 El funcionamiento de estas “intermediaciones” en las entregas en los Puntos de Encuentro 
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b. “Visitas semiacompañadas”. Son aquellas desarrolladas en los locales 
de un Punto de Encuentro Familiar o fuera de sus instalaciones, con la asis-
tencia y apoyo (pero sin supervisión directa) de los profesionales del servicio, 
en aquellos casos prescritos por la autoridad derivante cuando el progenitor 
no custodio del menor resida en otra ciudad, carezca de domicilio fijo o con-
curra cualquier otra circunstancia que aconseje esta medida.

c. “Visitas acompañadas”. Son visitas desarrolladas en las instalaciones 
del Punto de Encuentro Familiar con asistencia, apoyo y bajo la supervisión 
directa y permanente de profesionales del servicio, en aquellos casos en que 
así lo prescriba la entidad derivante en atención a las circunstancias del caso 
y en orden al cumplimiento de los siguientes fines:

• Generar un espacio de confianza entre el progenitor y el menor/es que 
facilite su encuentro emocional y posibilite el conocimiento recíproco 
en un contexto de seguridad física y psíquica y de estabilidad afectiva. 

de Navarra es el siguiente: se dispone de dos salas incomunicadas entre sí salvo por un 
pasillo de acceso: una destinada a la espera de los progenitores no custodios y otra de los 
custodios. El progenitor que tenga que hacer la “entrega” del menor al otro progenitor com-
parece a la hora señalada con el niño o niña. Cada familia dispone de un profesional de 
referencia, que es el que conoce los pormenores de su caso en particular y que se encarga 
personalmente de trasladar al menor o menores al otro progenitor al que le corresponda el 
ejercicio del derecho de visitas. El menor o los menores son “entregados” a este progenitor, 
que debe aguardar en la sala los quince minutos preceptivos a fin de que el otro progenitor 
abandone el servicio, evitando el peligro de encuentro físico directo. En el momento de la 
recogida por parte del progenitor custodio se repite la dinámica, solo que en estos casos el 
no custodio es el que debe esperar idéntico periodo mínimo de tiempo. Durante las inter-
mediaciones, estos profesionales, denominados técnicos de intervención familiar, pueden 
tomar nota de ciertos mensajes, explícitos o velados, que transmiten los mismos menores o 
sus progenitores (sobre el desarrollo del fin de semana, incidencias acaecidas, posibles des-
calificaciones al otro progenitor, por ejemplo), a fin de ponerlos, en su caso, en conocimiento 
de la autoridad judicial (vía informe de incidencias). Este mismo profesional de referencia es 
el que tiene asignada la función de redactar y dar cauce, en su caso (generalmente por fax) 
a los informes que solicite el juez o sean convenientes a juicio de los coordinadores o del 
equipo técnico del PEF. El profesional de referencia suele ser un psicólogo o un trabajador 
social, pero nada obsta a que pueda serlo también un graduado en Derecho u otro titulado 
siempre y cuando acredite experiencia en trabajo con familias y titulación en mediación 
familiar. Lo idóneo, a mi entender, es que el Equipo Técnico de un Punto de Encuentro Fami-
liar cuente con profesionales de distintas disciplinas para facilitar la interdisciplinariedad 
y la transversalidad del enfoque de intervención, en el que convergen diversas disciplinas 
y problemas. En las reuniones que, con periodicidad semanal, celebra el equipo técnico se 
ponen en común las incidencias observadas en las visitas e intercambios que requieran un 
trabajo más profundo. La labor de los denominados “supervisores”, psicólogos de formación, 
bajo la dirección del coordinador/a de cada servicio, es trascendental para solventar posi-
bles dudas, ampliar perspectivas a los técnicos de intervención familiar y dar solución de 
forma conjunta y homogénea a los conflictos planteados.
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• Posibilitar la relación entre el menor y su progenitor/es afectados por 
algún tipo de enfermedades o trastornos, o cuyas circunstancias perso-
nales o socio-familiares aconsejen esta modalidad de tutela o supervi-
sión (v.gr. alcoholismo, adicciones, enfermedades mentales).

• Facilitar la relación entre el menor y su progenitor/es salvaguardando el 
bienestar físico y psíquico de los menores expuestos a algún tipo de riesgo 
que pudiera afectar a su integridad física, psíquica o a su seguridad, liber-
tad personal, y libertad sexual (v.gr. menores cuyos progenitores están 
incursos en un procedimiento penal por delitos contra la libertad sexual).

• Proporcionar la estructura que contenga elementos de ansiedad y angus-
tia de los menores en los encuentros con sus progenitores (v.gr. menores 
hijos de relaciones esporádicas que por primera vez se encuentran con 
sus padres). 

d. “Acompañamientos”. Consistirán en el acompañamiento al menor por 
personas profesionales del Punto de Encuentro Familiar al establecimiento 
penitenciario, hospitalario o residencial en el que se encuentre su madre o su 
padre, la persona tutora o guardadora, otros familiares u otras personas alle-
gadas cuya relación esté autorizada, siempre que no resulte posible su despla-
zamiento (p.ej., el art. 5.1.e del Decreto regulador de los Puntos de Encuentro 
por Derivación Judicial de la Comunidad Autónoma Vasca).

En orden al cumplimiento de los fines y objetivos encomendados el Punto 
de Encuentro Familiar es titular de las siguientes competencias, poderes o 
facultades de actuación, que ejerce a través de sus profesionales:

• Realizar las entrevistas previas que sean preceptivas o que se estimen 
necesarias o convenientes con los órganos judiciales o administrativos 
derivantes.

• Realizar entrevistas a los usuarios del servicio, a fin de informarles acerca 
del funcionamiento del recurso, su marco normativo, reglas de funcio-
namiento, competencias y herramientas de intervención, así como para 
recabar los datos y elementos personales y familiares necesarios o con-
venientes en orden a la realización desde el servicio de una valoración 
del sistema familiar y de las circunstancias del conflicto.

• Tomar contacto con el menor, que le permita comprender la finalidad 
del recurso y su mejor adaptación a la nueva situación, teniendo en 
cuenta su edad, capacidad de discernimiento y circunstancias perso-
nales y emocionales.

• Realizar intervenciones de aproximación o acercamiento a los usuarios 
y beneficiarios en los casos en que sea necesario.
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• Adoptar con carácter cautelar medidas urgentes de de protección de la 
seguridad y bienestar de los menores en caso de detectarse situación de 
peligro actual o riesgo potencial hacia la persona del menor o cualquier 
género de desprotección, de las cuales se informará con carácter inmediato 
a la autoridad competente a fin de que se adopten las medidas oportunas.

• Observar la conducta, predisposición, actitudes y aptitudes, tanto de los 
menores como de los titulares del derecho de visita, con respeto al orde-
namiento vigente y a las resoluciones judiciales.

• Realizar mediación familiar en los conflictos que sean susceptibles de 
ello, bien sea de forma puntual e informal, bien de forma programada a 
través de un proceso de mediación libremente aceptado por las partes y 
dirigido por profesionales titulados en mediación familiar.

• Derivar a entidades externas de mediación en aquellos supuestos de 
conflicto que aconsejen, a juicio del Equipo Técnico, una mediación 
formal externa al servicio.

• Facilitar orientación profesional acerca de habilidades de crianza, res-
ponsabilidad parental, corresponsabilidad de los progenitores, modelos 
de comunicación y mecanismos de elaboración del duelo por la pérdida 
y de adaptación a la situación, entre otras.

• Redactar y emitir informes a las autoridades derivantes.

• Elaborar y llevar los registros pertinentes y su documentación, a fin de 
dar cumplimiento a la normativa de protección de datos personales y 
demás prevista por la legislación vigente. 

• Celebrar reuniones de supervisión del Equipo Técnico interdiscipli-
nar del Punto de Encuentro Familiar en orden a coordinar criterios de 
actuación, conocer y debatir los casos en los que se plantee cuestión o 
conflicto y aprobar las propuestas de actuación o las decisiones perti-
nentes, según los casos.

• Celebrar reuniones periódicas de coordinación con la Dirección General 
de Familia y con los juzgados derivantes.
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3. Límites de la intervención

A. La previa derivación a Puntos de Encuentro Familiar

Los Puntos de Encuentro de Navarra sólo deben atender las peticiones de 
derivación que provengan:

a. De los juzgados y tribunales49 competentes en cada caso (los Juzgados de 
Familia y de Violencia contra la Mujer).

La iniciativa de derivación suele puede proceder del órgano judicial50, 
generalmente a propuesta del Equipo Técnico Psicosocial del Juzgado, valo-
radas las circunstancias del caso, pero también puede proponerse la deriva-
ción a estos servicios por el progenitor titular de la potestad de guarda, por 
el no custodio, por los abuelos que reclaman su derecho a comunicarse con 
sus nietos al amparo de la Ley 42/2003, de 21 de noviembre, por el Ministerio 
Fiscal (art. 124 CE, 174 CC y 749.2 LEC) y por el propio hijo o hija. 

b. De los órganos autonómicos competentes en materia de protección de 
menores51. En estos supuestos, la derivación de una familia al Punto de En-
cuentro se realiza en la resolución administrativa de acogimiento en familia 
extensa o ajena, o de acogimiento en centros residenciales, una vez conside-
rada la propuesta del Equipo Técnico, que deberá incluir, además del tipo de 
intervención a desarrollar, la temporalidad de su utilización.

49.	 La resolución judicial de derivación normalmente será el auto o la sentencia de medidas 
cautelares (arts. 771, 773 LEC) o definitivas (art. 774 LEC) que establezca el ejercicio de 
los derechos de relación y comunicación con los hijos e hijas a desarrollar en los servicios 
técnicos de Puntos de Encuentro.

50.	 Así lo prevé el art. 158 CC, según el cual el Juez “de oficio o a instancia del propio hijo, de 
cualquier pariente o del Ministerio Fiscal, dictará “4. Las demás disposiciones que consi-
dere oportunas, a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios”.
Es necesaria una reforma legislativa de la LEC en materia de ejecución de régimen de visi-
tas para favorecer la actuación de oficio por el Juzgado en estos supuestos de intervención 
de un Punto de Encuentro Familiar, así como una reforma general de la ejecución (art. 776 
LEC) que contemple las especialidades que existen en la jurisdicción de familia.

51.	 En la actualidad, el Departamento de Política Social, Igualdad, Deporte y Juventud, que 
ejerce, a través de los órganos administrativos que se determinen (Servicio de Protección, pro-
moción y Atención a la Infancia y Adolescencia y Sección de Promoción y Protección del Menor, 
y Sección de Adopción y Acogimiento Familiar) entre otras funciones: “g) El establecimiento de 
criterios técnicos de actuación para cada uno de los recursos del sistema público de atención y 
protección” y “h) La creación de centros y de servicios especiales de atención a los menores”.
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B. La concurrencia de una “justa causa” de intervención familiar

La derivación a un Punto de Encuentro es la última ratio (subsidiariedad), 
y solo puede adoptarse ante la concurrencia de causas excepcionales aprecia-
das por los órganos judiciales o administrativos derivantes. Podrán derivase 
a un Punto de Encuentro Familiar de Navarra los menores o Familias que se 
encuentren en alguna de las circunstancias que se expresan a continuación: 

• Familias residentes en la Comunidad Foral Navarra que durante y des-
pués del procedimiento de ruptura (nulidad, separación, divorcio o rup-
tura de pareja) tienen conflicto o dificultad para mantener la relación 
con sus hijos menores.

• Familias en las que el nivel de conflicto o la falta de comunicación entre los 
progenitores altera el cumplimiento del régimen de visitas entorpeciendo, 
dificultando o impidiendo las entregas y recogidas de los menores.

• Progenitores titulares del derecho de visitas con los menores cuando el pro-
genitor custodio obstaculiza, entorpece, bloquea o impide los encuentros. 

• Progenitores titulares del derecho de visitas cuando el menor muestre dis-
posición negativa o rechazo a la realización de las visitas, de modo que 
resulte imposible mantener encuentros normalizados fuera del servicio.

• Menores que no conviven habitualmente con el progenitor con derecho a 
visitas, cuando éste por circunstancias personales, de residencia u otras 
carezca de entorno adecuado para la realización de las visitas.

• Progenitores titulares del derecho de visitas que carezcan de vivienda, 
domicilio fijo o lugar idóneo para la realización de las mismas, o que 
conviva con personas que, a juicio de la autoridad derivante, puedan 
ejercer influencia negativa para el menor.

• Menores hijos de progenitores afectados por medidas acordadas en oór-
denes de protección.

• Menores que, por haber vivido en el seno de su familia algún tipo de 
violencia o situación lesiva, hacia sí mismos o hacia sus familiares, pre-
cisen un lugar neutral y seguro en el que pueda cumplirse el régimen de 
visitas evitando riesgos y asegurando su bienestar físico y emocional52.

52.	 Mención aparte merecen los casos (excepcionales) de sospecha de “síndrome de alienación 
parental” en el menor (S.A.P), como animadversión inducida por el progenitor custodio en 
contra del otro progenitor. Se trata de un tema muy delicado que requiere una matización: 
en los supuestos en que se constate de la exploración del menor y demás pruebas la exis-
tencia de un síndrome de este tipo puede ser aconsejable que se inicie paulatinamente un 
régimen de comunicación supervisado o controlado del menor con el progenitor sobre el 
que se proyectan las maniobras de manipulación. En otros casos, sin embargo, los jueces y 
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• Progenitores en que concurra alguna circunstancia personal, socio- 
familiar, anomalía o enfermedad que aconseje la supervisión de los 
encuentros con los menores.

• Menores en cuyos progenitores concurra alguna circunstancia que, a 
juicio de la autoridad derivante, impida o dificulte el cumplimiento del 
régimen de visitas.

• Menores separados de sus progenitores en medida de protección de aco-
gimiento en familia extensa o ajena.

C. Limitaciones jurídicas a la intervención profesional en los Puntos de Encuentro

Una vez realizada la derivación a un Punto de Encuentro Familiar, estos 
servicios tienen que intervenir en los términos prescritos en la resolución de 
derivación: su intervención es preceptiva53, y debe acomodarse literalmente54 
a lo prescrito en las sentencias, autos judiciales o resoluciones administrati-
vas de derivación. 

tribunales consideran más favorable al interés emocional de los menores suspender incluso 
las visitas en estos casos. Así se establece en la Sentencia de la Audiencia Provincial Murcia 
de 27 septiembre de 2005 que, siguiendo el resultado de los informes del Equipo Técnico del 
Juzgado de Familia, aprecia una grave situación de los menores, con síndrome de alienación 
parental causado por el comportamiento del padre, prescribiendo la necesidad de “suspen-
der todo contacto entre el padre y los hijos, pese a la recomendación del informe de la psicó-
loga de mantener visitas tuteladas semanales de dos horas en el Punto de Encuentro, pues en 
los propios informes se detecta "abuso emocional", repercusiones muy negativas en los hijos, 
una apreciada influencia desfavorable del padre en los hijos en contra de la madre, extremos 
todos ellos muy alarmantes que aconsejan ese distanciamiento del progenitor responsable de 
la situación de los menores en tanto que la terapia acordada no dé resultados que permitan 
sin riesgos la reanudación de los contactos de los hijos con su padre”.

53.	 El principio general debe ser el de continuidad en la prestación de los servicios profesionales 
de estos servicios en los casos derivados a los mismos hasta que una nueva resolución deter-
mine la finalización de la intervención, por haberse alcanzado la finalidad perseguida con 
la derivación o desaparición de las causas que la motivaron. Si el equipo técnico constatase 
la inviabilidad de un determinado proyecto de intervención familiar debería poner de modo 
inmediato en conocimiento del Juzgado la información de los hechos para que la autoridad 
judicial valore la posibilidad de suspender la prestación del servicio, pudiéndose ponderar 
y formularse propuestas de intervención de otros servicios sociales (orientación familiar, 
terapia, mediación familiar, centros de día para los menores, etc.).

54.	 La interpretación literal de lo dispuesto en las resoluciones judiciales de derivación plan-
tea en ocasiones problemas prácticos en los Puntos de Encuentro, que las normas auto-
nómicas no contemplan. Lo que no podrán los profesionales de estos servicios es realizar 
ellos mismos una labor hermenéutica en casos de interpretación dudosa o difícil de una 
sentencia o un auto judicial: en estos casos, deberán elevar consulta a la autoridad judicial 
a fin de dar cumplimiento estricto a sus mandatos, lo cual no hace sino reforzar su natu-
raleza como servicios funcionalmente auxiliares del juez.
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Cualquier propuesta de modificación de un régimen de visitas habrá de 
elevarse a la autoridad judicial para su ratificación, no pudiendo por pro-
pia iniciativa ampliarse o restringirse las visitas en función de la evolución  
(o involución) de un caso, y mucho menos suspenderse su ejercicio55. Esta 
regla decae lógicamente en aquellos casos en que determinadas circunstan-
cias (asistencia del progenitor a las instalaciones en estado de drogadicción 
o embriaguez, violencia o altercados graves que perturben el orden de estos 
servicios, malos tratos hacia sus profesionales o usuarios, etc.) aconsejen la 
suspensión provisional del ejercicio del ius visitandi en estos espacios, pero 
siempre habrá de elevarse inmediatamente informe al juez de la adopción de 
esta medida para que acuerde lo procedente. 

La intervención del Punto de Encuentro Familiar sólo podrá finalizar por 
resolución judicial o administrativa, esta ultima en el caso de derivaciones 
por entidades de protección de menores. De este modo, estos servicios no 
puede decidir unilateralmente la suspensión de la prestación del servicio 
dando de baja un expediente, sino que deben poner en conocimiento del Juz-
gado las causas que motiven la suspensión para la adopción de las medidas 
oportunas con la urgencia requerida en función de las circunstancias. 

Según el art. 55 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre, se prevén como 
actuaciones de apoyo a la familia:

a) El asesoramiento y la orientación técnica para facilitar el adecuado ejerci-
cio de las funciones parentales y una dinámica familiar normalizada.

b) La educación familiar para capacitar a las figuras parentales en sus fun-
ciones de atención, educación y cuidado de los hijos.

c) Los programas de intervención familiar para la preservación o reunificación 
de la familia, y para la normalización de la convivencia en la misma.

d) El seguimiento de la evolución del menor en la familia.

e) La atención en centros de día y en centros de atención a los menores en las 
edades en que la escolarización no es obligatoria.

f) Las ayudas y prestaciones económicas temporales.

55.	 La intervención del Punto de Encuentro Familiar sólo podrá finalizar por resolución judi-
cial o administrativa, esta ultima en el caso de derivaciones por entidades de protección 
de menores. De este modo, estos servicios no puede decidir unilateralmente la suspen-
sión de la prestación del servicio dando de baja un expediente, sino que deben poner en 
conocimiento del Juzgado las causas que motiven la suspensión para la adopción de las 
medidas oportunas con la urgencia requerida en función de las circunstancias.
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g) La ayuda a domicilio para permitir la permanencia en el mismo de los 
menores y favorecer su cuidado y atención.

h) El aprendizaje en resoluciones del conflicto con mediadores como alterna-
tiva a la violencia, facilitando los medios para la ayuda en la separación 
de los cónyuges de forma civilizada.

i) Cualquier otra que contribuya a la consecución de los fines previstos en el 
artículo anterior.

Por su parte, el artículo 56 regula la necesaria cooperación de la familia 
beneficiaria de las medidas de protección previstas en la Ley Foral: “La familia 
que resulte beneficiaria de las medidas y actuaciones de apoyo vendrá obligada 
a cooperar en la consecución de los objetivos fijados para la intervención.

La ausencia de cooperación por parte de la familia beneficiaria o la obs-
taculización al desarrollo de las medidas y actuaciones podrán fundamentar 
el cese de las mismas y la consideración sobre la posible adopción de otras, 
incluida la declaración de desamparo”.

La intervención familiar la realizará con sujeción a los principios de terri-
torialidad, subsidiariedad, intervención mínima, neutralidad, e imparciali-
dad, por profesionales con experiencia y formación acreditada que actuarán 
con arreglo a las normas técnicas y deontológicas reguladoras de su profesión, 
siempre guardando confidencialidad, y con criterios de interdisciplinariedad 
en el trabajo de equipo, teniendo que sujetarse a los deberes establecidos en la 
normativa de reglamentación interna de estos servicios y a los contenidos en 
la normativa reguladora de los servicios públicos de protección del menor56. 

Por su parte, los usuarios de los Puntos de Encuentro deberán sujetarse al 
horario de funcionamiento al público de estos recursos (miércoles y viernes, 
de 16h a 20h y sábados y domingos de 10 h a 14 h y de 16 h a 20 h) y serán sujetos 
de derechos y de obligaciones, que sería conveniente se regularan de forma 
específica en una norma navarra reguladora de sus Puntos de Encuentro.

V. NUEVAS PERSPECTIVAS DE EVOLUCIóN  
DE LOS PUNTOS DE ENCUENTRO DE NAVARRA

Nacidos inicialmente para facilitar la intermediación en las entregas y 
recogidas de menores en familias afectadas por altos niveles de conflictividad 
post-ruptura, hoy día los Puntos de Encuentro Familiar en la Comunidad Foral 

56.	 Art. 55 de la Ley Foral 15/2005, de 5 de diciembre.



Raquel Luquin Bergareche Los puntos de encuentro familiar de Navarra...

101
Revista Jurídica de Navarra

ISSN: 0213-5795. Julio-Diciembre 2011. Nº 52. Páginas 51-106

cumplen funciones muy diversas, habiendo experimentado una evolución 
hacia la ampliación de sus funciones y competencias más allá del enfoque 
garantista y de seguridad estricto57, muy limitado a un encuadre garantista de 
la seguridad física del menor58. 

57.	 En el marco de las VII Jornadas de Jueces de Familia, Incapacidades y Tutelas, celebradas 
en Barcelona de 1 a 4 de marzo de 2011 se elaboró un Protocolo de Derivación de los Juz-
gados a los Puntos de Encuentro Familiar. Se consideró en ellas imprescindible que en la 
fundamentación jurídica de las resoluciones de derivación a los PEFS se detalle, como 
garantía de seguridad jurídica y control judicial, la motivación de la intervención y los 
objetivos que se pretenden lograr con ella. Se incluye un modelo estándar de resolución 
judicial de derivación meramente ejemplificativo. Igualmente se considera necesaria una 
regulación procesal sobre la ejecución de las medidas personales en los procesos de fami-
lia que regule de la manera más detallada posible la intervención en familias derivadas 
a los PEFS, desde una perspectiva integral. Se solicita del CGPJ inste a las Comunidades 
Autónomas a que desarrollen como una de las funciones básicas de los equipos psicoso-
ciales de los juzgados la gestión de las relaciones de todos los servicios externos (como 
los Servicios autonómicos de Mediación) con los juzgados, y en particular, los Puntos de 
Encuentro Familiar. Se considera como persona idónea para asumir la función de valo-
ración de la derivación a estos servicios al Trabajador/a Social adscrito al Juzgado com-
petente, que también se encargará de supervisar las relaciones de coordinación entre el 
órgano judicial y la administración. Como “buena práctica” se resalta en estas jornadas la 
importancia de la primera entrevista con los usuarios a desarrollar en el mismo juzgado, 
preferentemente: con ello, se refuerza la evidencia de que la derivación es un mandato 
judicial, se aclaran las dudas sobre el funcionamiento concreto de estos recursos públicos 
(horarios, instalaciones, personal responsable, funciones, competencias, obligaciones y 
derechos, etc.) y se compromete a los usuarios a la participación activa en las entrevis-
tas y actividades propuestas para que se consiga eliminar, una vez conseguida la nor-
malización de la comunicación, la necesidad de estos servicios. Y finalmente, se estima 
imprescindible celebrar al menos una reunión anual entre los responsables del Punto de 
Encuentro y el Juez/a y aquellas otras personas implicadas.

58.	 Se reconoce la existencia de pautas disfuncionales en la familia, pero se descarta trabajar 
con una disciplina sistémica, o con cualquier otro modelo de intervención, pues se considera 
invasivo en el derecho a la intimidad (art. 18.1 CE). Además de la resolución de derivación, 
elemento clave en este modelo son los informes (periódicos o de observación, de inciden-
cias, de incumplimientos etc.) que interesa sistematizar ex ante en múltiples clasificaciones 
y que se multiplican, en aras de garantizar el control del ius visitandi. Por supuesto, estos 
informes nunca contienen elementos de valoración, pues son meramente descriptivos de las 
situaciones, datos y mensajes extraídos de una observación neutral, pretendidamente asép-
tica. La labor de los profesionales que trabajen en estos recursos es así la de hacer de meros 
“entregadores” de niños/as, observadores de las visitas (función “cámara de seguridad”) y 
de emisión y envío a las autoridades derivantes de dictámenes preceptivos. Se garantizan 
escrupulosamente los principios de imparcialidad, neutralidad y de confidencialidad. En 
ningún caso se trabaja con las emociones subyacentes, ni se intenta mediar, ni se sugieren 
medidas que promuevan cambios en las pautas disfuncionales observadas, pues no es ésta 
la función de los servicios, al entenderse que podría comprometer la neutralidad de sus 
profesionales, la asepsia de una intervención profesional que es elevada a la categoría de 
paradigma, y que puede resultar muy limitadora en la función de protección del menor.
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En el año 2012, los Puntos de Encuentro de Navarra realizan, más allá 
de sus funciones genuinas de garantía del ejercicio del ius visitandi de los 
menores, otras que tienen el amparo del art. 3 de la Ley Foral 15/2005, de 15 
de diciembre citada, pudiéndose afirmar que adoptan claramente un enfoque 
transformativo o amplio59, que condiciona no solo funciones sino técnicas y 
herramientas de intervención, dentro del respeto escrupuloso a la legalidad y 
al cumplimiento de las resoluciones judiciales.

A. Mediación e intervenciones mediadoras

En primer lugar, debemos resaltar la importancia de los Puntos de Encuen-
tro en el favorecimiento de la predisposición de las partes de un conflicto en el 
que estén implicados hijos menores a la hora de gestionarlo de forma pactada, 
evitando en lo posible la judicialización de cualquier problemática familiar.

59.	 El enfoque transformativo se centra prioritariamente en el interés del menor partiendo de 
la imposibilidad de considerar una dimensión unidireccional de los conflictos. Considera 
la familia como una realidad sistémica cuyo equilibrio funcional ha sido perturbado (o 
resulta amenazado) por ciertas dinámicas que pueden afectar a los menores. Y este resul-
tado pretende evitarse, o minimizarse sus efectos una vez producidos, a través de una 
intervención profesional flexible a la vez que encuadrada en los términos de las resolu-
ciones judiciales. Siempre que queden garantizados los principios y garantías procesales 
del justiciable (contradicción, igualdad de las partes, imparcialidad y profesionalidad de 
los técnicos, etc.) determinadas situaciones pueden hacer aconsejable la intervención de 
estos servicios. Y además una intervención amplia si ello redunda en el interés del menor y 
lo avala la resolución judicial. Este enfoque combina herramientas de intervención espe-
cíficas y mecanismos de control y supervisión judicial de los límites de dicha actuación: 
en los “PEFS” se desarrollan técnicas sistémicas, se despliegan mecanismos de conten-
ción emocional y se media para conseguir avances: pero siempre bajo el encuadre de la 
resolución judicial de derivación. La seguridad de los menores en casos de violencia fami-
liar queda garantizada a través de Protocolos de Coordinación de la actuación de estos 
servicios con Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, especialmente los Cuerpos de 
Policía Local (y autonómica, en su caso). El Punto de Encuentro Familiar representa así un 
moderno instrumento de auxilio que puede resultar imprescindible para los Juzgados de 
Familia, de Violencia contra la Mujer y de Menores en aras a la protección de los mismos 
menores y de otras personas vulnerables (art. 158.4 CC). 
Este modelo es de facto el que inspira la actuación de los Puntos de Encuentro de Navarra 
y el que formalmente adopta el art. 5. 3 del Decreto 124/2008, de 1 de julio, regulador de los 
puntos de Encuentro familiar por derivación judicial en la Comunidad Autónoma del País 
Vasco según el cual “Los Puntos de Encuentro Familiar facilitarán orientación psicológica 
y social cuya función será promover la mejora de las relaciones materno-filiales y paterno-
filiales y posibilitar la asunción por parte de las madres y de los padres de las responsabi-
lidades que les corresponden en el establecimiento de acuerdos, y en su cumplimiento, en 
relación con el régimen de comunicación y visitas con sus hijas e hijos menores de edad. En 
su caso, asimismo, estos servicios promoverán la mejora de las relaciones de los niños, niñas 
y adolescentes usuarias del Punto de Encuentro Familiar con la persona tutora o guarda-
dora, o con otros familiares o personas allegadas”.
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Los juzgados en Navarra remiten ya en algunas de sus resoluciones a 
mediación familiar60 a fin de intentar acuerdos sobre determinados aspectos 
de la aplicación del régimen de visitas que suelen dar lugar a numerosos pro-
cedimientos de ejecución (art. 776 LEC), como los gastos extraordinarios. 
Según el “Protocolo para la Implantación de la Mediación Familiar Intraju-
dicial en los Juzgados y Tribunales que conocen de Procesos de Familia” ela-
borado en el seno del Grupo de Trabajo sobre la Mediación Intrajudicial del 
Consejo General del Poder judicial61 “los Puntos de Encuentro Familiar que 
realizan ya intervenciones mediadoras logran transmitir la importancia de los 
pactos62 y pueden servir de canal de información para la derivación de conflic-
tos a los equipos de mediadores de los juzgados”.

60.	 Las mediaciones en Puntos de Encuentro que contemplen esta posibilidad al amparo de la 
normativa autonómica (País Vasco, la Rioja) podrían ser formales informales. Llamamos 
formales a los procesos de mediación estructurados como tales, que siguen las fases o 
etapas que atraviesa todo proceso de mediación, y que deben regirse por los mismos prin-
cipios de confidencialidad, imparcialidad y voluntariedad que rigen toda metodología 
mediadora. Sin voluntad libre no hay mediación porque la mediación sin voluntad no 
es viable, no es operativa por su propia naturaleza y al no funcionar, carece de sentido. 
Las “intervenciones mediadoras” o “mediaciones informales” son aquellas realizadas por los 
profesionales de estos servicios de manera generalmente telefónica y unidireccional (uno a 
uno con los implicados en un conflicto), para abordar el tratamiento de cuestiones proble-
máticas o de especial dificultad, como por ejemplo, la negociación de quien se hace cargo de 
los hijos un día festivo o un “puente” cuando nada se haya previsto en la resolución judicial 
sobre el particular, o la imposibilidad puntual de un progenitor asistir a una visita.

61.	 www.poderjudicial.es/stfls/.../PROTOCOLO%20CIVIL_1.0.0.pdf
62.	 La autocomposición (la vía consensual o de pactos) hace que las partes asuman o recuperen 

su protagonismo en la gestión de sus intereses, necesidades y expectativas, centrándose en 
el futuro de forma constructiva o proactiva, en tanto la ubicación en la dinámica contenciosa 
provoca un anclaje en actitudes defensivas y no proactivas, favoreciendo el negativismo y 
la desconfianza en la capacidad de asumir las riendas de la nueva situación post-ruptura y 
la pervivencia de un estado mental basado en el pasado y que tiende a trasladarse al “otro” 
a través de los hijos. Está comprobado que se reducen los costes tanto emocionales como 
también económicos, y temporales, cuando son las partes implicadas en un conflicto, con 
ayuda de un profesional, quienes por si mismas gestionan sus diferencias, en lugar de judi-
cializarlas en interminables procedimientos de modificación de medidas y de ejecución 
de sentencias (art. 776 LEC). Por otro lado, se consigue de esta manera una transformación 
de las pautas de conducta disfuncionales que no se logra con las vías convencionales, que 
anclan más a las personas en sus posiciones iniciales y las enzarzan en una dinámica con-
tenciosa donde parece no haber más salida que vencedores y vencidos.
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B. Terapias focalizadas a los progenitores y talleres de parentalidad

En algunos Puntos de Encuentro (así los tres de Navarra), se ofrecen de 
forma voluntaria terapias focalizadas a los progenitores63, e incluso se trabaja 
la coparentalidad en talleres grupales de padres y madres64. Esta intervención 
se realiza en estos modelos desde un enfoque transformativo que condiciona 
no poco las herramientas y técnicas de intervención utilizadas (circularidad, 
terapia narrativa, etc). 

La mayoría de Jueces y Tribunales amparan estos nuevos enfoques a la 
vista de sus resultados prácticos, pero debiera ser una norma legal la que, 
de forma uniforme en todo el territorio español, garantizara el principio de 
legalidad y la seguridad jurídica (art. 9.2 CE) que toda intervención pública 
relacionada con los menores y las familias requiere (art. 39 CE).

63.	 Son procesos breves de acompañamiento terapéutico que buscan ayudar a la persona 
a desvincularse de la relación de pareja que ya ha terminado, ajustarse a la tensión que 
implica la separación y a dominar emociones como la rabia, la hostilidad, el rencor, la 
ansiedad, la culpabilidad, la pena, la angustia, etc. Con este apoyo, se intentan canalizar 
estos sentimientos de una manera adecuada.

64.	 Su finalidad es entender cómo afrontar el proceso de duelo por separación o divorcio, 
aprender pautas de actuación ante problemas concretos que se originen como consecuen-
cia de la separación y reflexionar sobre su propia forma de actuar como padres y madres.
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